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XI

INTRODUCCIÓN GENERAL

La valoración social de los archivos públicos y las bibliotecas como 
herramientas para el desarrollo de las comunidades y naciones 
data de etapas históricas muy remotas. De ello dan cuenta textos 
clásicos como la Biblia, en la cual se menciona que las Memorias 
incorporadas en los archivos de los reyes se consideraban tesoros.1 
En la antigüedad también fue célebre la Biblioteca de Alejandría, 
fundada en el siglo III a. C., que se organizó para albergar y pre-
servar todos los manuscritos producidos en el mundo en los que 
constaran los conocimientos adquiridos por la humanidad hasta 
esa época.2

Siglos después, en lo que hoy es el continente americano, es-
pecíficamente en Mesoamérica, se crearon recintos para salva-
guardar los códices pintados por los tlacuilos. Dichos repositorios 
se llamaban amoxcalli.3 Con la llegada de los españoles a nuestras 
tierras, lamentablemente se produjo la destrucción de la mayor 
parte de los libros indígenas,4 principalmente para facilitar la 

1		  En esta parte de la Biblia se asienta la siguiente información: “Entonces 
el rey Darío dio la orden de buscar en la casa de los archivos, donde guardaban 
los tesoros allí en Babilonia. Y fue hallado en Acmeta, en el palacio que está en 
la provincia de Media, un libro en el cual estaba escrito así: Memoria”. Véase 
“Esdras 5”, en Santa Biblia, Brasil, Sociedades Bíblicas, 2011, p. 567.

2		  Ruiz Mariscal, Antonio, “La nueva biblioteca de Alejandría”, Biblioteca 
Universitaria, vol. IV, núm. 4, México, UNAM, octubre-noviembre de 1989.

3		  Armendáriz Sánchez, Saúl, “Los códices y la biblioteca prehispánica y su 
influencia en las bibliotecas conventuales en México”, Biblioteca Universitaria, vol. 
12, núm. 2, México, UNAM, julio-diciembre de 2009, pp. 83-103.

4		  En Yucatán, el inquisidor fray Diego de Landa pasó a la historia porque 
en su férreo anhelo de combatir la idolatría hizo quemar los códices mayas. 
También, en Tenochtitlan y Tlatelolco, fray Juan de Zumárraga realizó este tipo 
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INTRODUCCIÓN GENERALXII

evangelización de los naturales de América. Paradójicamente, el 
rescate de las culturas originarias del nuevo continente se debe a 
varios misioneros católicos, quienes propiciaron la elaboración 
de nuevos códices, cuya finalidad era informar a las autoridades 
europeas, cuestiones relativas tanto a las historias y creencias de 
los diferentes pueblos como a los pagos de tributos y propiedad 
de los territorios.5 A lo largo de tres siglos de dominación españo-
la en América se creó, con fines políticos y económicos, un nue-
vo sistema de archivos públicos, y se constituyeron bibliotecas, 
principalmente en los conventos e iglesias, donde se resguardaron 
un conjunto de acervos documentales que hoy forman parte del 
patrimonio cultural de México. Se debe hacer notar que con la 
invención y uso de la imprenta se creó un complejo entramado de 
relaciones comerciales y problemas políticos en todo el mundo, lo 
cual derivó en la necesidad de normar jurídicamente la industria 
librera y el uso de la información, de tal suerte que en el siglo 
XVIII, en Francia, Denis Diderot fue elegido por los editores de 
su país para exponer la problemática que se enfrentaba en mate-

de destrucción. Véase Meneses Tello, Felipe, “El desastre de la documentación 
indígena durante la invasión-conquista española a Mesoamérica”, Anuario de 
Bibliotecología, 1.1, México, UNAM, 2012, pp. 79-90.

5		  Actualmente por diferentes razones la mayoría de los códices que se 
elaboraron en la Nueva España desde el siglo XVI se encuentran en Europa. 
Tal es el caso del Códice Florentino, creado a instancias de fray Bernardino 
de Sahagún, que está resguardado en la Biblioteca Medicea Laurenziana de 
Florencia, Italia. El Códice Florentino consta de dos mil folios con 2,686 pin-
turas; está dividido en doce libros, en los que se explica y narran los atributos 
de los dioses indígenas; las fiestas y ceremonias religiosas, los edificios del 
Templo mayor; la retórica y filosofía moral de los pueblos recién conquista-
dos; aborda el tema de los gobernantes de Tenochtitlan, Tlatelolco, Texcoco 
y Huexutla; trata la historia de los comerciantes indígenas y los artesanos; se 
ocupa también de las enfermedades padecidas por los nativos y las medicinas 
que habían desarrollado; el último libro narra la conquista e incorpora un re-
lato obtenido en Tlatelolco sobre la derrota de los mexicas. Véase “El Códice 
Florentino. Cronología. Características generales del Códice Florentino” y 
“Contenido”, Arqueología Mexicana, edición especial, núm. 90, México, febrero 
de 2020, pp. 10-13.
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INTRODUCCIÓN GENERAL XIII

ria de derecho de autor y libertad de expresión.6 En América, la 
Iglesia católica, a través del Santo Oficio de la Inquisición, tuvo 
un papel protagónico en el control de la emisión de ideas e in-
formación a través de impresos. De tal suerte que las autoridades 
civiles y religiosas fueron las encargadas de aplicar un amplio 
conjunto de disposiciones jurídicas tendientes a vigilar que la so-
ciedad novohispana se ciñera a las directrices que prescribían el 
combate a la herejía, y que en el nuevo continente únicamente se 
practicara el dogma católico, además del respeto absoluto a los 
monarcas españoles y a sus representantes en las colonias. Hubo 
un férreo control en las aduanas para evitar el ingreso de libros 
prohibidos, y se vigilaba con celo toda publicación impresa efec-
tuada en los territorios americanos.7 La censura eclesiástica per-
judicó el desarrollo del conocimiento científico.

En el siglo XIX, tras el proceso de emancipación y el naci-
miento de México se observó una tendencia de los estamentos 
cultos del nuevo país por organizar, preservar y dar difusión al 
patrimonio documental acumulado durante varias centurias. A 
causa de ello se realizaron distintas acciones para que el Archivo 
General de la Nación y la Biblioteca Nacional de México fun-
cionaran con regularidad proporcionando servicios a la ciuda-
danía, que coadyuvaran en el desarrollo de la nación. Paradóji-
camente, en el siglo XIX México perdió innumerables riquezas 
de su patrimonio documental como resultado de las invasiones 
extranjeras y los frecuentes conflictos armados internos que aso-
laron al país.

En la actualidad, a nivel mundial ha crecido la tendencia de 
regular jurídicamente los elementos que proporcionan informa-
ción. Las razones para ello son diversas, y, en consecuencia, los 
ordenamientos a través de los cuales se norman los flujos infor-

6		  Diderot, Denise, Carta sobre el comercio de libros, Buenos Aires, Fondo de 
Cultura Económica, 2000.

7		  Sobre este tema se recomienda la lectura de Greenleaf, Richard E., La 
Inquisición en la Nueva España. Siglo XVI, México, Fondo de Cultura Económica, 
2015.
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INTRODUCCIÓN GENERALXIV

mativos también son múltiples. A través de organismos interna-
cionales como la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), se ha procura-
do sensibilizar a las naciones para establecer sistemas normati-
vos que fomenten la preservación del patrimonio documental, 
así como la creación de legislaciones e instituciones públicas que 
faciliten el acceso a la información contenida en todo tipo de im-
presos y soportes informáticos para colaborar en el mejoramien-
to de las condiciones de vida de todos los seres humanos, además 
de procurar la erradicación de prácticas de corrupción en los sec-
tores gubernamentales. En el marco de estas tendencias, México 
ha modernizado su sistema jurídico en las diferentes ramas del 
derecho que atañen a los documentos públicos antiguos y los que 
se crean cotidianamente y son poseedores de valor social, educa-
tivo, político y económico.

Es fundamental subrayar que este libro tiene la finalidad de 
exponer de manera accesible y concreta el complejo conjunto 
normativo que debe ser observado y aplicado por un amplio gru-
po de profesionales de diversas áreas, pues los ordenamientos so-
bre acceso a la información y archivos públicos recientemente 
creados obligan a que en todas las dependencias públicas se es-
tablezcan varias unidades de transparencia y organización de ar-
chivos, y en muchas ocasiones estas tareas recaen en profesiona-
les de distintas especialidades, que no cuentan con conocimientos 
especializados en los temas que se abordan en este libro. Inde-
pendientemente de lo anterior, esta investigación también aspira 
a contribuir en el conocimiento de varios temas propios del de-
recho administrativo, y puede ser un coadyuvante para la ense-
ñanza de esa rama jurídica, así como en la del derecho de autor, 
que tiene un amplio espectro de público destinado a observar y 
aplicar la legislación protectora de las creaciones artísticas (auto-
res, traductores, editores de libros, productores de audiovisuales, 
intérpretes, sociedades de gestión colectiva).

La labor docente que he realizado durante tres décadas en las 
áreas de ciencias de la comunicación, bibliotecología y propiedad 
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INTRODUCCIÓN GENERAL XV

intelectual motivó mi interés por exponer en un libro el conjunto 
de disposiciones que están vigentes en nuestro país sobre dichas 
especialidades. Al observar las transformaciones que ha tenido en 
México el estatuto jurídico de la libertad de expresión, la libertad 
de imprenta, el derecho a la información, y el nuevo desarrollo 
que tiene el derecho a la cultura, guié la elaboración de este li-
bro planteando las siguientes preguntas de investigación: ¿en qué 
forma está regulando la Constitución mexicana la función que se 
realiza en las bibliotecas y en los centros de información?, ¿cómo 
está integrado el marco normativo que instrumenta el derecho a 
la cultura en relación con las bibliotecas, los libros y los archivos 
públicos?, ¿cuáles son las autoridades encargadas de aplicar este 
conjunto de normas?, y ¿cuál es la relación que existe entre las 
normas de diferentes especialidades para la protección del patri-
monio documental de México?

Los resultados a los que llegué a través de mi investigación 
se hallan expuestos a lo largo de los tres capítulos que integran 
este libro, en los cuales se presentan análisis sobre el contenido 
de la Constitución Política mexicana, las leyes y los reglamentos 
que están en vigor, y que norman la creación, la difusión y la pre-
servación de los elementos en los cuales consta el conocimiento 
humano en sus diferentes modalidades.

El tema de estudio de este trabajo es complejo, precisamente 
por los múltiples usos que tiene la información que se ha creado 
desde épocas antiguas y la que sigue generándose cotidianamen-
te. El avance que se ha logrado a nivel mundial en el reconoci-
miento de los derechos humanos ha ampliado las libertades de las 
personas, y se están creando nuevas perspectivas del contenido 
que tuvieron tradicionalmente las llamadas garantías individua-
les. Por ello, en México se ha incorporado al texto constitucional 
el derecho a la cultura, que se coloca en paralelo al derecho a la 
educación. De igual forma, la intervención de los ciudadanos en el 
escrutinio público del trabajo gubernamental se ha incrementado, 
y la organización y buen funcionamiento de los archivos guber-
namentales es un elemento fundamental para que los ciudadanos 
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INTRODUCCIÓN GENERALXVI

vigilen la gestión tanto de los servidores públicos de los tres niveles 
de gobierno como de los tres poderes, así como de los organismos 
autónomos, de los partidos políticos y, en general, de toda persona 
que se sustente con los recursos públicos.

En lo que respecta a las bibliotecas y los objetos culturales 
que las sustentan (libros, periódicos, audiovisuales, folletos), su 
régimen legal ha tenido cierto dinamismo en virtud de la crea-
ción de la Secretaría de Cultura, que absorbió varias funciones 
que anteriormente tenía la Secretaría de Educación Pública, y 
además, por la promulgación de una nueva Ley General de Bi-
bliotecas. El trabajo que se realiza en las bibliotecas y en los 
centros de información hace necesario tener conocimientos de 
derecho de autor y de otras leyes relacionadas con el fomento a 
la lectura.

Tomando en cuenta que los documentos de los archivos y 
las bibliotecas públicas forman parte del patrimonio nacional, en 
este libro se exponen las disposiciones en materia de bienes na-
cionales, de monumentos arqueológicos, históricos y artísticos, 
así como las normas penales federales para relacionarlas con las 
leyes tanto de bibliotecas como de archivos públicos. Ello, con la 
finalidad de que quienes se encargan de esos centros de consulta 
realicen su trabajo sin infringir la normatividad.

En razón de que múltiples bienes documentales que resguar-
dan las instituciones públicas de México tienen valor histórico, 
aquéllos deben recibir cuidados para su adecuada preservación 
y para evitar que sean robados o mutilados con diferentes finali-
dades. En esa virtud, el libro también se ocupa de desarrollar los 
aspectos penales incluidos en nuestra legislación, que buscan evi-
tar la comisión de delitos en contra del patrimonio documental 
de nuestro país.

Entre las nuevas perspectivas que a nivel internacional se tie-
nen sobre las funciones sociales de los documentos y los libros 
sobresale la de otorgarles protección atendiendo a sus valores tes-
timoniales de la historia de cada país, a sus valores estéticos, a ser 
elementos constitutivos de las identidades nacionales o regiona-
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INTRODUCCIÓN GENERAL XVII

les, por lo cual se les observa como parte del patrimonio cultural 
de la humanidad, concepto jurídico definido por algunos trata-
distas en los siguientes términos:

Por patrimonio cultural de una nación debemos entender todos 
aquellos bienes muebles e inmuebles, incluso intangibles, tanto 
públicos como privados, que por sus valores históricos, artísti-
cos, técnicos, científicos o tradicionales, principalmente, sean 
dignos de conservarse y restaurarse para la posteridad.8

Bajo esta perspectiva, México ha suscrito diferentes conven-
ciones y tratados internacionales,9 cuyo objetivo es la protección 
del patrimonio cultural, en el cual se incluye el patrimonio do-
cumental. Estos instrumentos internacionales atribuyen a cada 
nación la facultad de crear en su legislación interna las normati-
vas de protección y preservación de los diferentes tipos de bienes 
culturales. Las leyes mexicanas sobre archivos públicos y bienes 
arqueológicos, históricos y artísticos están insertas en esa tenden-
cia mundial.

Cabe subrayar que la UNESCO ha insistido en la necesidad 
de dar una amplia difusión a las riquezas culturales de los países, 
con el objetivo de lograr que la sociedad en su conjunto se sume 
a la protección de ellas. Por lo anterior, en este libro se incorpora 
información sobre aspectos históricos y valor de los acervos docu-
mentales que preservan nuestras bibliotecas y archivos públicos. 
Idéntica finalidad tiene el espacio que se otorga en este texto de 
los registros que México ha obtenido en el Programa Memoria 
del Mundo que la UNESCO ha implementado. 

8		  Schroeder Cordero, Francisco Arturo, “Patrimonio cultural”, Diccionario 
jurídico mexicano, México, UNAM, IIJ-Porrúa, 1988, p. 2358.

9		  México ratificó la Convención sobre las medidas que deben adoptar-
se para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia 
de propiedad ilícita de bienes culturales, conocida como Convención de la 
UNESCO de 1970, la cual contempla como bienes culturales a los libros y los 
archivos.
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INTRODUCCIÓN GENERALXVIII

Estructura del libro

En el capítulo primero, “Disposiciones generales regulado-
ras del patrimonio documental”, se presenta un análisis de los 
artículos de la Constitución federal que sustenta el marco legal 
de aspectos relacionados con las bibliotecas, los libros y los ar-
chivos públicos, las cuales no tienen la finalidad primordial de 
regular esos bienes culturales, pero contienen disposiciones que 
de manera general inciden en ellos. Tomando en consideración 
que este libro puede ser consultado por un público muy diverso, 
quizá no especializado en derecho, se incluyó información sobre 
conceptos básicos de la disciplina jurídica que se encuentran en 
el subcapítulo sobre el Diario Oficial de la Federación.

En el capítulo segundo, “Regulación jurídica de las bibliote-
cas y los libros”, se desarrollan los principios constitucionales de 
esta materia, así como el análisis de la nueva Ley General de Bi-
bliotecas interrelacionándola con otras disposiciones secundarias. 
También se ofrece una panorámica histórica de tres importantes 
bibliotecas públicas, cuya creación data del siglo XIX, y que res-
guardan la mayor parte del patrimonio bibliográfico de México.

El capítulo tercero, “La regulación jurídica de los archivos”, 
se integra por una exposición de las normas contenidas en la 
Constitución sobre los archivos públicos, el derecho a la infor-
mación y la protección de datos personales. La parte medular de 
este capítulo es el análisis de la nueva Ley General de Archivos, 
en la cual se regulan instituciones tan importantes como el Ar-
chivo General de la Nación y el Registro Nacional de Archivos. 
Además, se incorpora información actualizada sobre la partici-
pación de México en el Programa Memoria del Mundo, de la 
UNESCO.

En la parte final se presenta un apartado con las conclusiones 
de la investigación y las fuentes de consulta.
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1

Capítulo primero

DISPOSICIONES GENERALES REGULADORAS 
DEL PATRIMONIO DOCUMENTAL

I. Introducción

Este capítulo está dedicado a la exposición de las disposiciones ju-
rídicas que no tienen como objetivo principal tutelar el patrimonio 
documental de México, pero en su contenido se hallan normas 
que regulan dicha clase de bienes culturales.

El funcionamiento y las actividades de las bibliotecas, archi-
vos públicos y demás centros de información, donde se resguarda 
gran parte del patrimonio documental, tiene su regulación en va-
rios preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Básicamente me refiero a las normas contenidas en 
los artículos 3o., 4o., 6o., 28, 73 y 123. La Constitución es la base 
sobre la cual se soporta el sistema jurídico de nuestro país, y de 
ella emanan las leyes que se exponen en este libro. A continua-
ción se ofrece una revisión sintética de los artículos constituciona-
les que dan sustento a nuestro tema de estudio.

1. La propiedad intelectual y derechos en materia de educación

En primer término, se debe destacar que la base del trabajo 
bibliotecario o de los centros de información son productos inte-
lectuales, como libros, revistas, bases de datos, discos, películas 
y/o documentos de archivo. En esa virtud, las disposiciones de 
los artículos 3o., 28 y 123 constitucionales resultan aplicables en 
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA2

lo relativo a la propiedad intelectual (engloba a la propiedad in-
dustrial, las variedades vegetales y el derecho de autor).

El artículo 28 determina, en su párrafo décimo, que no cons-
tituyen monopolios los privilegios que por tiempo determinado se 
otorguen a los artistas o a los inventores para estimular la produc-
ción de creaciones artísticas, inventos o para el perfeccionamien-
to de alguna mejora. 

Por su parte, el artículo 3o. constitucional especifica, en su 
inciso VII, que las universidades y las instituciones de educación 
superior a las que la ley les otorgue autonomía regirán las relacio-
nes laborales con sus trabajadores (académicos y administrativos) 
de acuerdo con el apartado A del artículo 123 de dicha Constitu-
ción, en los términos y con las modalidades que establezca la Ley 
Federal del Trabajo. Con base en esta disposición constitucional 
y en la Ley Federal del Trabajo, se ha determinado la titularidad 
de los derechos de propiedad intelectual de las creaciones artísti-
cas e invenciones que realizan los trabajadores de las universida-
des, lo cual implica que no en todos los casos estas instituciones 
están facultadas para explotar libremente los productos cultura-
les de sus empleados.

En otro orden de ideas, se debe recordar que el artículo 3o. 
constitucional establece fundamentalmente el derecho a la edu-
cación, mismo que tiene diversos componentes, de tal suerte que 
el mencionado artículo hace una referencia implícita a ciertos 
bienes documentales que son respaldo del sistema educativo na-
cional. El párrafo décimo del artículo 3o. establece lo siguiente:

Los planteles educativos constituyen un espacio fundamental 
para el proceso de enseñanza aprendizaje. El Estado garanti-
zará que los materiales didácticos, la infraestructura educativa, 
su mantenimiento y las condiciones del entorno, sean idóneos y 
contribuyan a los fines de la educación.

Posteriormente se expondrán de manera más amplia los as-
pectos referentes a la regulación jurídica de las bibliotecas y los 
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LA NORMATIVIDAD JURÍDICA DEL PATRIMONIO... 3

libros de texto gratuito que tienen su sustento en este precepto 
constitucional.

2. Derecho a la cultura

Mediante decreto publicado el 30 de abril de 2009 se in-
corporaron a nuestra Constitución un conjunto de disposiciones 
que genéricamente se conocen como el derecho a la cultura, que 
constan en el penúltimo párrafo del artículo 4o., en los siguientes 
términos:

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de 
los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como 
el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los 
medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a 
la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones 
con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los 
mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifes-
tación cultural.

Con base en estas normas constitucionales, se puede consi-
derar que los servicios que prestan las bibliotecas, los archivos 
públicos y los museos son parte de la infraestructura que el Esta-
do mexicano sostiene para hacer efectivo el ejercicio del derecho 
a la cultura de los habitantes del territorio nacional, además de 
ser entidades coadyuvantes del proceso educativo que garanti-
za el artículo 3o. constitucional. Resta decir que esta disposición 
constitucional tiene como ley reglamentaria a la Ley General de 
Cultura y Derechos Culturales.

3. El artículo 6o. constitucional

En este artículo se establecen diferentes derechos humanos, 
antes llamados “garantías individuales”. De manera general ha 
de mencionarse que en este precepto se regula la libertad de ex-
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA4

presión, el derecho a la información, el derecho de réplica, la 
protección de los datos personales, la información pública, el de-
recho a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones y la 
regulación de los archivos públicos. Del artículo 6o. constitucio-
nal emanan diferentes leyes reglamentarias, como la Ley General 
de Archivos, que se analizará en la última parte de este libro.

4. Facultades del Congreso de la Unión

El Poder Legislativo federal de México tiene una gran canti-
dad de funciones; la principal es la creación de normas jurídicas 
que regulan la vida social, económica y política de nuestro país. 
Entre la amplia gama de disposiciones que crean la Cámara de 
Senadores y la Cámara de Diputados se hallan las referentes al 
patrimonio documental de la nación, que están enunciadas en el 
artículo 73 constitucional de la siguiente manera.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad.
XXV. …establecer, organizar y sostener en toda la Repúbli-

ca bibliotecas, observatorios y demás institutos concernientes a 
la cultura general de los habitantes de la nación y legislar en todo 
lo que se refiere a dichas instituciones…, para legislar sobre mo-
numentos arqueológicos, artísticos e históricos, cuya conservación 
sea de interés nacional… Para legislar en materia de derechos de 
autor y otras figuras de la propiedad intelectual relacionadas con 
la misma.

XXIX-F. Para expedir leyes tendientes a la promoción de la in-
versión mexicana, la regulación de la inversión extranjera, la trans-
ferencia de tecnología y la generación, difusión y aplicación de los 
conocimientos tecnológicos que requiere el desarrollo nacional. 

XXIX-Ñ. Para expedir leyes que establezcan las bases sobre 
las cuales la Federación, las entidades federativas, los Municipios 
y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Mé-
xico, en el ámbito de sus respectivas competencias, coordinarán 
sus acciones en materia de cultura, salvo lo dispuesto en la frac-

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/yc37bc69

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



LA NORMATIVIDAD JURÍDICA DEL PATRIMONIO... 5

ción XXV de este artículo. Asimismo, establecerán los mecanis-
mos de participación de los sectores social y privado, con objeto 
de cumplir los fines previstos en el párrafo décimo segundo del 
artículo 4o. de esta Constitución.

XXIX-T. Para expedir la ley general que establezca la orga-
nización y administración homogénea de los archivos de la fe-
deración, de las entidades federativas, de los municipios y de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, y determine 
las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional 
de Archivos.

De lo preceptuado en el artículo 73 derivan las leyes regla-
mentarias y leyes secundarias que se abordarán en este libro, las 
cuales por orden alfabético se enuncian a continuación:

	— Ley General de Archivos
	— Ley General de Cultura y Derechos Culturales
	— Ley General de Bienes Nacionales
	— Ley General de Educación
	— Ley Federal del Derecho de Autor
	— Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, 

Artísticos e Históricos
	— Código Penal Federal

II. El Diario Oficial de la Federación

Todos los aspectos de la vida social están regidos por normas jurídi-
cas, a las que denominamos Constitución, leyes, tratados o conve-
nios internacionales, reglamentos, decretos, circulares y acuerdos. 
Es conveniente recordar que las normas jurídicas se caracterizan 
principalmente por ser obligatorias; ello significa que los individuos 
deben cumplirlas independientemente de que estén de acuerdo o 
no con su contenido; quien no apega su conducta a las normas 
jurídicas recibe una sanción, que puede ser de diferente naturaleza; 
por ejemplo, una multa, la clausura de un negocio, o en casos muy 
graves la pérdida de la libertad. Por ello, toda persona debe cono-
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA6

cer los deberes jurídicos que están vigentes en su comunidad. Pero 
el derecho no sólo se integra por normas represivas, ya que a través 
de los ordenamientos jurídicos se establecen programas de apoyo 
para proyectos productivos o estímulos económicos para determi-
nados sectores sociales, o decretan protección para áreas naturales 
y para las creaciones intelectuales de los individuos. 

Por dichas razones, se hace indispensable que las normas de 
derecho sean ampliamente difundidas entre la población, y con 
esa finalidad se creó el Diario Oficial de la Federación, siendo éste

…el órgano del Gobierno Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos, que tiene la función de publicar en el territorio na-
cional: leyes, reglamentos, acuerdos, circulares, órdenes y demás 
actos expedidos por los poderes de la Federación, a fin de que 
éstos sean observados y aplicados debidamente en sus respectivos 
ámbitos de competencia.

Por otra parte, en lo referente a la trascendencia que las pu-
blicaciones en dicho medio tienen para la vida del país, el artículo 
4o. de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo establece 
claramente que:

Los actos administrativos de carácter general, tales como regla-
mentos, decretos, acuerdos, normas oficiales mexicanas, circula-
res y formatos, así como los lineamientos, criterios, metodologías, 
instructivos, directivas, reglas, manuales, disposiciones que tengan 
por objeto establecer obligaciones específicas cuando no existan 
condiciones de competencia y cualesquiera de naturaleza análoga 
a los actos anteriores, que expidan las dependencias y organismos 
descentralizados de la administración pública federal, deberán 
publicarse en el Diario Oficial de la Federación para que produzcan 
efectos jurídicos.

La finalidad de las publicaciones en el Diario es hacer la más 
amplia difusión posible de los ordenamientos jurídicos entre la 
población, porque en el sistema de derecho mexicano la ignoran-
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cia de la ley no exime a las personas de su cumplimiento (artículo 
21 del Código Civil Federal). Pero además, las publicaciones en 
el Diario Oficial de la Federación contribuyen a evitar algunas prác-
ticas de corrupción —como el ocultamiento o monopolio de la 
información con fines clientelares o de extorsión—, por ejemplo, 
con la difusión de formatos oficiales para realizar trámites ante la 
administración pública. La función de este Diario contribuye a 
la instauración de un gobierno abierto, porque la información ju-
rídica de carácter federal está a disposición de cualquier persona 
a través de versiones electrónicas que aparecen en Internet.

Esta importante publicación está regulada por la Ley del Dia-
rio Oficial de la Federación y Gacetas Gubernamentales,1 que tuvo 
una importante reforma publicada el 31 de mayo de 2019, la 
cual consistió en especificar el objeto de la ley, que es reglamentar 
la publicación del Diario “para favorecer su máxima publicidad, 
accesibilidad y disponibilidad” (artículo 1o.). Otro aspecto fun-
damental de la reforma se halla en el artículo 5o., en el cual se 
determinó que el Diario solamente se publicará en formato elec-
trónico, y su edición tiene carácter oficial. Ésta es una medida 
importante, porque contribuirá a paliar el deterioro ecológico, 
al dejar de utilizar enormes cantidades de papel, como se venía 
haciendo desde el siglo XX.

Es de subrayarse que el propio artículo 5o. menciona, en su 
segundo párrafo, que además de la edición electrónica se im-
primirá un ejemplar (con idénticas características y contenido), 
“para efectos de evidencia documental física, así como para ga-
rantizar la publicación del Diario en los casos en que resulte im-
posible por causas de fuerza mayor, acceder a su edición electró-
nica”. Dicho ejemplar quedará custodiado en la hemeroteca del 
Diario.

En el tercer párrafo de dicho artículo se señala que además 
del ejemplar ya mencionado se expedirán otras seis copias certi-
ficadas para los siguientes entes públicos:

1		  Publicada originalmente en el propio Diario el 24 de diciembre de 1986.
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA8

1)	 La Hemeroteca de la Universidad Nacional Autónoma de 
México.2

2)	 El Archivo General de la Nación.
3)	 La mesa directiva de la Cámara de Diputados.
4)	 La Mesa directiva del Senado de la República.
5)	 La Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción, y 
6)	 La Oficina de la Presidencia de la República.

Finalmente, el artículo 5o. especifica que, en caso de solicitar-
lo, los órganos con autonomía constitucional podrán contar con 
una copia certificada del ejemplar impreso del Diario.

Para concluir el apartado sobre el Diario Oficial de la Federa-
ción, es importante asentar que la ley respectiva dispone que éste 
puede publicarse todos los días del año, y, en caso de ser necesa-
rio, la autoridad podrá ordenar más de una edición por día. El 
acceso al Diario en su versión electrónica es gratuito (artículos 7o. 
y 8o.). La dirección de la página electrónica de esta publicación 
es www.dof.gob.mx. Vale la pena anotar que en ella se encuentran 
las versiones digitalizadas del Diario desde 1917, y que pueden 
ser consultadas e impresas de forma gratuita por cualquier per-
sona interesada.

Es relevante decir que la función del Diario Oficial de la Fe-
deración coadyuva a dar cumplimiento a dos derechos humanos 
establecidos en la Constitución, el derecho a la información y 
el derecho de acceso a la cultura. Respecto a este último, la Ley 
General de Cultura y Derechos Culturales3 especifica que uno 
de esos derechos es “Acceder a la cultura y al disfrute de los bie-
nes y servicios que presta el Estado en la materia” (artículo 11, 
fracción I). Así como utilizar las tecnologías de la información 
y las comunicaciones para el ejercicio de los derechos culturales 
(artículo 11, fracción IX).

2		  Debería decir la Hemeroteca Nacional de México.
3		  Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de junio de 2017.
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Además, la misma ley contempla que para garantizar el ejer-
cicio de los derechos culturales las autoridades de los tres niveles 
de gobierno, en el ámbito de su competencia, deberán establecer 
acciones que fomenten y promuevan “X. El acceso universal a 
la cultura para aprovechar los recursos de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones…” (artículo 12, fracción X). 

En forma más amplia, el Reglamento de la Ley de Cultura y 
Derechos Culturales4 especifica que toda persona, a título indivi-
dual o colectivo, tiene derecho a

VII. La libertad de expresión, que incluye la expresión artística, la 
libertad de opinión e información, el respeto a la diversidad cultu-
ral y el derecho a recibir una información libre y plural, que contri-
buya al desarrollo pleno, libre y completo de su identidad cultural 
en el respeto de los derechos del otro y de la diversidad cultural; el 
derecho mencionado en esta fracción comprende:

a) La libertad de buscar, recibir y transmitir información, y
b) El derecho de participar en la información plural, en el o 

los idiomas de su elección, de contribuir a su producción o a su 
difusión a través de todas las tecnologías de la información y de la 
comunicación. 

III. Ley Federal del Derecho de Autor

1. Derecho de autor

El derecho de autor es la rama de la propiedad intelectual que 
protege las obras artísticas y literarias de creación original, y en 
consecuencia a los autores de éstas. En el artículo 1o. de la Ley 
Federal del Derecho de Autor (reglamentaria del artículo 28 cons-
titucional) se especifica que entre los objetivos de este ordenamien-
to se encuentra también la salvaguarda y promoción del acervo 
cultural de la nación.

4		  Publicado en Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2018.
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En el artículo 13 de la Ley Federal del Derecho de Autor5 se 
enuncian las ramas de la creación que son materia de salvaguar-
da de este ordenamiento. En virtud de que en las bibliotecas se 
utilizan o pueden utilizarse para consulta de los usuarios dife-
rentes tipos de obras, es pertinente transcribir el texto de dicho 
artículo:

Los derechos de autor a que se refiere esta Ley se reconocen res-
pecto de las obras de las siguientes ramas:

I. Literaria.
II. Musical, con o sin letra.

III. Dramática.
IV. Danza.
V. Pictórica o de dibujo.

VI. Escultórica y de carácter plástico
VII. Caricatura e historieta.

VIII. Arquitectónica.
IX. Cinematográfica y demás obras audiovisuales.
X. Programas de radio y televisión.

XI. Programas de cómputo.
XII. Fotográfica.

XIII. Obras de arte aplicado que incluyen el diseño gráfico o 
textil, y

XIV. De compilación, integrada por las colecciones de obras ta-
les como las enciclopedias, las antologías, y de obras u otros 
elementos como las bases de datos, siempre que dichas co-
lecciones, por su selección o la disposición de su contenido 
o materias, constituyan una creación intelectual.

Por otra parte, el derecho de autor tiene dos vertientes; una es 
la de los derechos morales, y la segunda son los derechos patrimo-
niales. Los derechos morales se consideran unidos al autor, y son 
inalienables, imprescriptibles, irrenunciables e inembargables. 

5		  Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1996.
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En el artículo 21 de la ley autoral se hallan explicados, y la doc-
trina los conoce con las siguientes denominaciones: “derecho de 
divulgación”, “derecho de paternidad”, “derecho de integridad”, 
“derecho de modificación” y “derecho de retracto”. Además, en 
el artículo 82 de la misma ley se reconoce el derecho moral de 
colección. Los derechos morales tienen como principal caracte-
rística ser eternos, a diferencia de los derechos patrimoniales.

Los derechos patrimoniales tienen un contenido fundamen-
talmente económico, porque significan la facultad exclusiva de 
los autores para explotar las obras o de autorizar a otras personas 
a que efectúen la explotación de tipo comercial, sin menoscabo 
de los derechos morales. En el artículo 27 de la Ley que estamos 
analizando están enunciadas las facultades y modalidades de ex-
plotación que tienen los titulares de los derechos patrimoniales. 
Además, en el artículo 92 bis se encuentra regulado el derecho de 
seguimiento, el cual tienen los autores de obras de artes plásticas 
o fotográficas.

Con la finalidad de exponer de manera nítida el conjunto de 
facultades y modalidades de explotación previstas en el artículo 
27 de la ley, incluyo la siguiente gráfica, para subrayar que el au-
tor o el titular de los derechos patrimoniales tiene la posibilidad 
de obtener dinero (regalías) por cada una de las facultades de 
explotación, al igual que por cada una de las modalidades que re-
gula la ley. En la gráfica se incluye el nuevo contenido del artículo 
27, creado con base en el decreto de reformas a la Ley Federal 
del Derecho de Autor, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 1o. de julio de 2020.

Facultad de explotación Modalidades de explotación

Reproducción Medio impreso, fonográfico, gráfico, plástico, au-
diovisual, electrónico, fotográfico u otro similar.

Publicación Medio impreso, fonográfico, gráfico, plástico, au-
diovisual, electrónico, fotográfico u otro similar.

Edición Medio impreso, fonográfico, gráfico, plástico, au-
diovisual, electrónico, fotográfico u otro similar.
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA12

Facultad de explotación Modalidades de explotación

Fijación material de la 
obra

Medio impreso, fonográfico, gráfico, plástico, au-
diovisual, electrónico, fotográfico u otro similar.

Comunicación pública Representación, recitación y ejecución pública, en 
el caso de obras literarias y artísticas.
La exhibición pública por cualquier medio o pro-
cedimiento en el caso de obras artísticas y literarias.
Acceso público por medio de telecomunicaciones, 
incluida la banda ancha e internet.
La puesta a disposición de las obras al público de 
tal forma que dicho público pueda acceder a las 
obras desde el lugar y en el momento que elija cada 
miembro del público.

Transmisión pública o 
radiodifusión

En cualquier modalidad, incluyendo la transmisión 
o retransmisión de las obras por: cable, fibra ópti-
ca, microondas, vía satélite o cualquier otro medio 
conocido o por conocerse.

Distribución Venta u otras formas de transmisión de los soportes 
materiales que contengan la obra y cualquier otra 
forma de transmisión de uso o explotación.6

Importación al territo-
rio nacional de copias 
hechas sin la autoriza-
ción del titular de los de-
rechos patrimoniales

Divulgación de obras 
derivadas

En cualquiera de sus modalidades, tales como 
la traducción, adaptación, paráfrasis, arreglos y 
transformaciones.

Cualquier otra forma de 
utilización pública, sal-
vo excepciones legales

Con base en el artículo 29 de la Ley Federal del Derecho de 
Autor, los derechos patrimoniales están vigentes durante toda la 
vida del autor, y durante cien años posteriores a su muerte sus he-

6		  La fracción IV del artículo 27 especifica la modalidad de venta. Este dere-
cho de oposición se agota al efectuarse la primea venta, excepto los programas de 
cómputo.
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rederos disfrutarán de dichos derechos. Al término de ese perio-
do las obras entran al dominio público, y su explotación comer-
cial es libre siempre y cuando se respeten los derechos morales 
del autor (artículo 152).

Esta ley establece algunas limitaciones al derecho de explota-
ción comercial de las obras artísticas y literarias, que benefician 
a personas diferentes de los autores o de los titulares de los dere-
chos patrimoniales. Con la finalidad de preservar el acervo docu-
mental de las bibliotecas o archivos, se creó una excepción para el 
ejercicio de los derechos patrimoniales, que consta en el artículo 
148 de la ley autoral en los siguientes términos.

Artículo 148. Las obras literarias y artísticas ya divulgadas podrán 
utilizarse, siempre que no se afecte la explotación normal de la 
obra, sin autorización del titular del derecho patrimonial y sin 
remuneración, citando invariablemente la fuente y sin alterar la 
obra, sólo en los siguientes casos:

V. Reproducción de una sola copia, por parte de un archivo o 
biblioteca, por razones de seguridad y preservación, y que se en-
cuentre agotada, descatalogada y en peligro de desaparecer.

2. Derechos conexos

En la Ley Federal del Derecho de Autor, dentro de la regu-
lación de los derechos conexos (derechos de los intérpretes, de 
editores de libros y productores de fonogramas y videogramas), 
encontramos disposiciones que se relacionan con las actividades 
bibliotecarias; en primer término, el artículo 123 proporciona la 
siguiente definición de libro: 

Toda publicación unitaria, no periódica, de carácter literario, ar-
tístico, científico, educativo, informativo o recreativo, impresa en 
cualquier soporte, cuya edición se haga en su totalidad de una 
sola vez en un volumen o a intervalos en varios volúmenes o fascí-
culos. Comprenderá también los materiales complementarios en 
cualquier tipo de soporte, incluido el electrónico, que conformen, 
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conjuntamente con el libro, un todo unitario que no pueda co-
mercializarse separadamente.

La Ley también define al editor de libros como “la persona 
física o moral que selecciona o concibe una edición y realiza por 
sí o a través de terceros su elaboración” (artículo 124). Los edi-
tores de libros tienen el derecho de autorizar o prohibir “I. La 
reproducción directa o indirecta, total o parcial de sus libros, y 
la explotación de los mismos. II. La importación de copias de sus 
libros hechas sin su autorización, y III. La primera distribución 
pública del original y de cada ejemplar de sus libros mediante 
venta u otra manera” (artículo 125). Finalmente, la ley determi-
na que los editores gozarán del derecho de exclusividad sobre las 
características tipográficas y de diagramación para cada libro, en 
cuanto contengan de originales. La protección de los editores de 
libros es “de cincuenta años contados a partir de la primera edi-
ción del libro de que se trate” (artículos 126 y 127).

3. Regulación del ISBN

El artículo 53 de la ley autoral establece los elementos que 
deben insertarse en las obras que publiquen los editores de libros; 
entre éstos, la fracción IV señala el Número Internacional Nor-
malizado del Libro (ISBN), o en caso de publicaciones periódi-
cas, como revistas, el Número Internacional Normalizado para 
Publicaciones Periódicas (ISSN). La omisión de dichos requisitos 
en las publicaciones está considerada una infracción en materia 
de derecho de autor, según el artículo 229, fracción VI, de la Ley 
Federal del Derecho de Autor. En el reglamento de esta Ley se 
regula con detalle el tema que estamos tratando, como se verá a 
continuación.

El ordenamiento reglamentario señala que en México, al Ins-
tituto Nacional del Derecho de Autor le corresponde la tramita-
ción y otorgamiento del ISBN y del ISSN. Para la tramitación de 
cualquiera de estos dos números será necesario que los interesados 
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proporcionen al Instituto la ficha catalográfica del título o edición 
del título o de la publicación seriada respectiva (artículos 86 y 88).

En el Reglamento de la Ley Federal del Derecho de Autor, 
el artículo 95 enuncia los productos intelectuales a los que se les 
puede asignar ISBN; estos son:

I. Libros e impresos con más de 5 hojas;
II. Publicaciones en microformas;

III. Publicaciones en lenguajes especiales para discapacitados;
IV. Publicaciones en medios mixtos;
V. Obras literarias grabadas en fonogramas;

VI. Cintas legibles por computadora diseñadas para producir 
listas;

VII. Programas de computación, y
VIII. Otros medios similares, incluidos los audiovisuales.

En lo referente a los aspectos de forma, el artículo 98 estable-
ce que el ISBN asignado a un determinado título o edición de un 
título deberá aparecer impreso en la publicación al reverso de la 
portada, en la página legal o en un lugar visible.

Finalmente, asentamos que el 23 de septiembre de 2019, el 
Diario Oficial de la Federación publicó el Acuerdo por el que se dan a 
conocer los formatos de trámites de los Órganos Administrativos 
Desconcentrados de la Secretaría de Cultura. En dicho Acuerdo 
se estipula que el Instituto Nacional del Derecho de Autor rea-
liza el trámite denominado asignación de dígito identificador de 
ISBN, cuya homoclave es INDAUTOR-02-007.

IV. Ley Federal sobre Monumentos y Zonas 
Arqueológicos, Artísticos e Históricos

En virtud de que históricamente México ha padecido el saqueo 
de su patrimonio cultural en diferentes modalidades, en mayo de 
1972 se promulgó la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Ar-
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queológicos, Artísticos e Históricos,7 a la cual me referiré a conti-
nuación en los aspectos relativos a bienes documentales.

Las principales disposiciones de la ley en la materia que nos 
ocupa son las siguientes. En el artículo 2o. se determina que es de 
utilidad pública la investigación, protección, conservación, res-
tauración y recuperación de los monumentos arqueológicos, ar-
tísticos e históricos y de las zonas de monumentos. Por otra parte, 
la ley, en su artículo 35, preceptúa que son monumentos históri-
cos los bienes vinculados con la historia de la nación, a partir del 
establecimiento de la cultura hispánica en el país, en los términos 
de la declaratoria respectiva o por determinación de la Ley.

El artículo 36 especifica que se consideran monumentos his-
tóricos por determinación de la propia Ley:

II. Los documentos y expedientes que pertenezcan o hayan perte-
necido a las oficinas y archivos de la Federación, de los estados o 
de los municipios y de las casas curiales.

III. Los documentos originales manuscritos relacionados con 
la historia de México y los libros, folletos y otros impresos en Mé-
xico o en el extranjero, durante los siglos XVI al XIX que por 
su rareza e importancia para la historia mexicana, merezcan ser 
conservados en el país.

A propósito de las anteriores disposiciones, se debe tomar en 
cuenta que durante la etapa virreinal en la Nueva España (siglos 
XVI a XIX), las primeras bibliotecas que se formaron fueron pri-
vadas y, por otra parte, en los conventos también se contaba con 
innumerables libros y documentos,8 que se constituyeron con el 

7		  Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de mayo de 1972, última 
reforma publicada el 9 de abril de 2012. En octubre de 1972 México ratificó 
la Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impe-
dir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de 
bienes culturales, 1970.

8		  Endean Gamboa, Robert, “Con los libros al pie de la cruz. Los francis-
canos y sus bibliotecas en México, siglos XVI-XIX”, en Fernández de Zamora, 
Rosa María (coord.), De patrimonio documental y bibliotecología en México. Miradas 
diversas, México, UNAM, 2012, pp. 3-14.
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paso del tiempo en bienes culturales, que en la actualidad procu-
ra proteger esta Ley.

Además, se debe subrayar que desde 1859, por las Leyes de 
Reforma, el patrimonio documental de las instituciones religio-
sas pasó a ser parte de los bienes nacionales de México. En el 
artículo 12 de la Ley de Nacionalización de los Bienes Eclesiásti-
cos se especificó que “Los libros, impresos, manuscritos, pinturas, 
antigüedades y demás objetos pertenecientes a las comunidades 
religiosas suprimidas se aplicarán a los museos, bibliotecas y otros 
establecimientos públicos”. Una buena parte de los documentos 
y libros nacionalizados por el gobierno del presidente Benito Juá-
rez se encuentran en la actualidad bajo la custodia de la Bibliote-
ca Nacional de México.

México es una de las naciones que ha sufrido y continúa pa-
deciendo cuantiosos y reiterados robos de sus bienes culturales; 
por ello, en esta Ley se tipifican conductas ilícitas relacionadas 
con la afectación de los intereses de nuestro país en materia de 
su patrimonio cultural. El aspecto penal de la Ley da contenido 
a este apartado. Sobre este tema, resulta oportuno aclarar que 
en 2014 se incrementaron las sanciones a los delitos previstos en 
este ordenamiento jurídico,9 con la finalidad de controlar la co-
misión de actos delincuenciales que con diferentes modalidades 
merman el tesoro cultural de la nación; los castigos consisten en 
penas privativas de libertad y multas. A continuación se insertan 
las disposiciones en esta importante materia.

El artículo 51 de la Ley establece que: 

Al que se apodere de un monumento arqueológico, artístico o 
histórico sin consentimiento de quien puede disponer de él con 
arreglo a la ley, se le impondrá prisión de tres a diez años y de dos 
mil a tres mil días multa.

Por otra parte, el artículo 52 tipifica la siguiente conducta 
delictiva:

9		  Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de junio de 2014.
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Al que por cualquier medio dañe, altere o destruya un monumen-
to arqueológico, artístico o histórico, se le impondrá prisión de 
tres a diez años y multa hasta por el valor del daño causado.

Cuando el daño no sea intencional, se estará a lo dispuesto en 
el capítulo de aplicación de sanciones a los delitos culposos del 
Código Penal Federal.

Respecto a la sustracción de bienes culturales, el artículo 53 
determina:

Al que por cualquier medio pretenda sacar o saque del país un 
monumento arqueológico, artístico o histórico, sin permiso del 
Instituto10 competente, se le impondrá prisión de cinco a doce 
años y de tres mil a cinco mil días multa.

Con la finalidad de disuadir a las personas de cometer delitos 
contra el patrimonio cultural del país, así como de castigar con 
más severidad a quienes de manera habitual se dedican al tráfico 
de bienes culturales, en esta ley se enuncian disposiciones sobre la 
reincidencia, de tal suerte que el artículo 54 establece que

A los reincidentes en los delitos tipificados en esta ley, se les au-
mentará la sanción desde dos tercios hasta otro tanto de la dura-
ción de la pena. La sanción para quienes resulten delincuentes 
habituales se aumentará de uno a dos tantos de la que correspon-
da al delito mayor.

Para resolver sobre reincidencia, habitualidad y determinación 
de multas, se estará a lo dispuesto en el Código Penal Federal.

Los traficantes de monumentos arqueológicos serán considera-
dos delincuentes habituales para los efectos de esta Ley.

La graduación de las sanciones a que esta Ley se refiere se hará 
tomando en cuenta la educación, las costumbres y la conducta del 
sujeto, sus condiciones económicas y los motivos y circunstancias 
que lo impulsaron a delinquir.

10		  El Instituto Nacional de Antropología e Historia en el caso de monumen-
tos arqueológicos e históricos, y el Instituto Nacional de Bellas Artes cuando se 
trate de monumentos artísticos.
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Estas disposiciones tienen la finalidad de procurar que los 
castigos impuestos a los delincuentes estén sustentados en la justi-
cia, porque en materia de tráfico ilícito de bienes culturales exis-
ten, a nivel mundial, redes complejas y muy sofisticadas cuyos 
líderes utilizan a personas que por su ignorancia o por sus condi-
ciones de pobreza roban los bienes culturales para que después 
sean comercializados, principalmente en Europa, por traficantes 
expertos que están ligados a redes terroristas11 y a falsificadores.12

Como corolario de la exposición de este tema, se debe asen-
tar que con base en el Reglamento de la Ley Orgánica del Institu-
to Nacional de Antropología e Historia13 le corresponde al titular 
de la Coordinación del propio Instituto (INAH), coordinarse con 
las instancias correspondientes y supervisar la formulación de de-
nuncias y querellas en materia penal que requiera el INAH, a fin 
de proteger el patrimonio cultural de México.

En el siguiente apartado se abundará sobre otras normas pe-
nales de carácter federal que están vigentes en México para san-
cionar conductas delictivas que también afectan el patrimonio 
documental de la nación.

V. Ley General de Bienes Nacionales 
y Código Penal Federal

Los dos ordenamientos que son materia de estudio de este subca-
pítulo están estrechamente relacionados entre sí, porque están des-
tinados a proteger bienes jurídicamente tutelados por el sistema de 
derecho basados en la importancia que dichos bienes tienen para 
la nación. El Código Penal Federal es el instrumento normativo 
que regula las sanciones que han de imponerse a los individuos 

11		  Sánchez Cordero, Jorge, “El informe de la ONU. Terrorismo internacio-
nal y patrimonio cultural”, Proceso, México, 4 de febrero de 2018, pp. 56-58.

12		  Sánchez Cordero, Jorge, “Caso Patterson: El rescate de los bienes 
culturales mexicanos”, Proceso, México, 5 de mayo de 2018.

13		  Este ordenamiento se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 24 de 
mayo de 2021.
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA20

que atentan contra tan preciados bienes. Para los fines de este li-
bro, únicamente se analizará el sistema de protección de los docu-
mentos que integran el patrimonio cultural de México.

1. Ley General de Bienes Nacionales

Este ordenamiento jurídico fue publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 20 de mayo de 2004. Es una ley de orden público 
e interés general, entre cuyos principales objetivos se encuentran 
establecer los bienes que constituyen el patrimonio de la nación, 
y establecer el régimen de dominio público de los bienes de la Fe-
deración y de los inmuebles de los organismos descentralizados 
de carácter federal.

En el artículo 4o. de la Ley se encuentran diferentes normas, 
entre las que sobresale que “los bienes nacionales estarán sujetos 
al régimen de dominio público o a la regulación específica que 
señalen las leyes respectivas”. Establece, también, que los mo-
numentos arqueológicos y los monumentos históricos y artísticos 
propiedad de la Federación se regularán por esta Ley y por la Ley 
Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e 
Históricos. Por otra parte, se aclara que la Ley de Bienes Nacio-
nales se aplicará de manera supletoria a los ordenamientos espe-
cíficos cuando en ellos exista algún vacío.

En lo referente el tema central de nuestro libro, el artículo 6o. 
de la Ley determina que:

Están sujetos al régimen de dominio público de la Federación:
VIII. Los muebles de la Federación que por su naturaleza no 

sean normalmente sustituibles, como los documentos y expedien-
tes de las oficinas, los manuscritos, incunables, ediciones, libros, 
documentos, publicaciones periódicas, mapas, planos, folletos y 
grabados importantes o raros, así como las colecciones de estos 
bienes; las piezas etnológicas y paleontológicas; los especímenes 
tipo de la flora y de la fauna; las colecciones científicas o técnicas, 
de armas, numismáticas y filatélicas; los archivos, las fonograba-
ciones, películas, archivos fotográficos, magnéticos o informáticos, 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/yc37bc69

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



LA NORMATIVIDAD JURÍDICA DEL PATRIMONIO... 21

cintas magnetofónicas y cualquier otro objeto que contenga imá-
genes y sonido, y las piezas artísticas o históricas de los museos...

Con la finalidad de castigar atentados contra esta parte del 
patrimonio nacional, el Código Penal Federal tipifica delitos y es-
tablece sanciones, que se exponen en las siguientes líneas.

2. Código Penal Federal

Dentro de las conductas delictivas que tipifica este código 
aparecen dos figuras relacionadas con archivos y documentos re-
levantes. Dentro de las modalidades de daño en propiedad ajena, 
el artículo 397 establece que

Se impondrán de cinco a diez años de prisión y multa de cien a 
cinco mil pesos, a los que causen incendio, inundación o explo-
sión con daño o peligro de:

III. Archivos públicos o notariales;
IV. Bibliotecas, museos, templos, escuelas o edificios y monu-

mentos públicos.

Por otra parte, dentro de las modalidades del delito de ejer-
cicio indebido de servicio público, el artículo 214 del Código se-
ñala que:

Comete el delito de ejercicio indebido del servicio público, el ser-
vidor público que:

IV. Por sí o por interpósita persona, sustraiga, destruya, oculte, 
utilice, o inutilice ilícitamente información o documentación que se 
encuentre bajo custodia o a la cual tenga acceso, o de la que tenga 
conocimiento en virtud de su empleo, cargo o comisión;

Al infractor de las fracciones IV… se le impondrán de dos a 
siete años de prisión, multa de treinta a trescientas veces el sa-
lario mínimo diario general vigente en el Distrito Federal en el 
momento de cometerse el delito y destitución e inhabilitación de 
dos a siete años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión 
públicos.
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA22

VI. Ley General de Educación

1. Disposiciones de la Ley

Esta nueva Ley14 tiene la finalidad de garantizar el derecho a la 
educación reconocido en el artículo 3o. constitucional. Sus dispo-
siciones son de orden público, de interés social y de observancia en 
toda la República. Como toda ley general, tiene como principal 
objetivo distribuir competencias entre la Federación, las entidades 
federativas y los municipios en lo referente a la educación que im-
parta el Estado y los particulares.

En el artículo 2o. quedan definidos los principios rectores del 
sistema educativo nacional y, a su vez, lleva implícito el funda-
mento de los servicios bibliotecarios. Dicho artículo textualmente 
dice: “El Estado priorizará el interés superior de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes en el ejercicio de su derecho a la educa-
ción. Para tal efecto, garantizará el desarrollo de programas y po-
líticas públicas que hagan efectivo ese principio constitucional”.

En esta nueva ley se procura dar impulso al uso de las nuevas 
tecnologías de la información para aplicarlas en el proceso de 
enseñanza-aprendizaje (como plataformas digitales y la televisión 
educativa), según plantea la fracción V del artículo 9o.; y a la vez 
se busca desarrollar “el conocimiento de la lecto-escritura y la 
literalidad, para un mejor aprovechamiento de la cultura escrita” 
(artículo 30, fracción II). Para lograr estos objetivos es fundamen-
tal la implementación de bibliotecas tanto en los centros escolares 
como extramuros en todo el país. Sobre este aspecto, la Ley con-
tiene otras normas, que se tratarán a continuación. 

En el artículo 9o. se especifica que las autoridades educativas, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán efectuar 
diferentes tareas para que las personas puedan ejercer plenamen-
te el derecho a la educación. Entre dichas acciones, la fracción 

14		  Se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 30 de septiembre de 2019, 
y abrogó a la ley del mismo nombre, publicada el 13 de julio de 1993.
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XII dice que las autoridades deberán proporcionar a los educan-
dos los libros de texto gratuitos y materiales educativos impresos 
o en formatos digitales para la educación básica, y garantizar su 
distribución.

Por otra parte, el artículo 115 establece las facultades con-
currentes entre la federación y las 32 entidades federativas. En-
tre ellas, las que se refieren a nuestro tema de estudio son las 
siguientes:

VIII. Editar libros y producir otros materiales educativos, dis-
tintos a los señalados en la fracción IV del artículo 113 de esta 
ley, apegados a los fines y criterios establecidos en el artículo 3o. 
constitucional y para el cumplimiento de los planes y programas 
de estudio autorizados por la Secretaría (de Educación).

IX. Fomentar la prestación de servicios bibliotecarios a través 
de las bibliotecas públicas a cargo de la Secretaría de Cultura y 
demás autoridades competentes, a fin de apoyar al sistema edu-
cativo nacional, a la innovación educativa y a la investigación 
científica, tecnológica y humanista, incluyendo los avances tec-
nológicos que den acceso al acervo bibliográfico, con especial 
atención a personas con discapacidad.

X. Promover la investigación y el desarrollo de la ciencia, la 
tecnología y la innovación, fomentar su enseñanza, su expan-
sión y divulgación en acceso abierto, cuando el conocimiento 
científico y tecnológico sea financiado con recursos públicos o 
se haya utilizado infraestructura pública en su realización, sin 
perjuicio de las disposiciones en materia de patentes, protección 
de la propiedad intelectual o industrial, seguridad nacional y de-
rechos de autor, entre otras, así como aquella información que, 
por razón de su naturaleza o decisión del autor, sea confidencial 
o reservada.

Para complementar la información sobre dichas funciones, 
menciono que el artículo 113 de la Ley General de Educación 
enuncia las atribuciones exclusivas de la autoridad federal edu-
cativa. En el tema de estudio de este apartado sobresalen las si-
guientes:
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IV. Elaborar, editar, mantener actualizados y enviar a las entida-
des federativas en formatos accesibles los libros de texto gratuitos 
y demás materiales educativos, mediante procedimientos que per-
mitan la participación de los diversos sectores sociales involucra-
dos en la educación. Al inicio de cada ciclo lectivo, la Secretaría 
deberá poner a disposición de la comunidad educativa y de la so-
ciedad en general los libros de texto gratuitos y demás materiales 
educativos, a través de plataformas digitales de libre acceso.

V. Autorizar el uso de libros de texto para la educación prees-
colar, primaria y secundaria.

2. Consideraciones sobre los libros de texto gratuitos

El Código Penal Federal, en su artículo 424, considera de-
lito cualquier especulación con los libros de texto gratuitos que 
distribuye la Secretaría de Educación Pública. Se establece una 
penalidad para este delito de seis meses a seis años de prisión y de 
trescientos a tres mil días multa. 

La Comisión Nacional de Libros de Texto Gratuitos (Conali-
teg) se fundó en 1959; tuvo como director fundador al escritor 
Martín Luis Guzmán, quien ejerció ese cargo hasta 1976. Esta 
comisión es un organismo público descentralizado del gobierno 
federal, cuyo Estatuto Orgánico fue publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 5 de marzo de 2008. Entre los aspectos históricos 
que vale la pena rescatar de esta institución se hallan los siguien-
tes: su creación se debió al presidente Adolfo López Mateos a ins-
tancias de Jaime Torres Bodet, secretario de Educación Pública, 
con la finalidad de emprender una amplía campaña de alfabeti-
zación y crear una herramienta didáctica que beneficiara a todos 
los niños del país, haciendo efectivas las garantías contenidas en 
el artículo 3o. constitucional. Según datos oficiales, bajo la direc-
ción de Martín Luis Guzmán en 1960 se produjeron diecinueve 
títulos para alumnos de primaria y dos para maestros, cuyas por-
tadas fueron ilustradas por artistas de reconocido prestigio, como 
David Alfaro Siqueiros, Raúl Anguiano, Alfredo Montenegro y 
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Alfredo Zalce. A partir de 1962 se utilizó en la portada de los li-
bros la obra denominada “La patria”, de Jorge González Cama-
rena. En 1966 se produjeron libros en el sistema Braille.15

En la actualidad, la Comisión realiza de manera permanente 
diferentes esfuerzos para dar cumplimiento al compromiso del 
Estado mexicano de proporcionar educación gratuita a la pobla-
ción. Recientemente se informó que para el ciclo escolar 2019-
2020 se habían distribuido cien millones de ejemplares de libros 
de texto gratuitos en todos los estados de la República. Además, 
en este periodo de gobierno (diciembre de 2018-diciembre de 
2019) se ha mantenido el apoyo de los sectores privado y público 
con aportaciones de papel para reciclar y ser utilizado en la ela-
boración de los libros de texto gratuitos, destacando la donación 
hecha por el Instituto Nacional Electoral de las boletas usadas en 
la elección presidencial de 2018.16

15		  Historia de 1944 a 1982, México, Comisión Nacional de Libros de Texto 
Gratuitos, en www.conaliteg.gob.mx/index.php, consultada en octubre de 2015.

16		  ¡100 millones de libros de texto gratuito distribuidos!”, en www.gob.mx/
conaliteg/es/100-millones-de-libros-de-texto-gratuitos-distribuidos, página consultada 
en diciembre de 2019.
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Capítulo segundo

REGULACIÓN JURÍDICA DE LAS BIBLIOTECAS 
Y LOS LIBROS

I. Introducción

La primera parte de este capítulo tiene como objetivo el conoci-
miento de las normas contenidas en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos que dan sustento al funcionamiento de 
las bibliotecas, y a los rubros relacionados con la industria editorial 
(específicamente la de los libros). Una vez analizados estos temas, 
se presenta una exposición de las leyes secundarias que permiten 
la instrumentación de los derechos a la educación, a la cultura y al 
acceso a las tecnologías de la información que se ejercen a través 
de los servicios que prestan las bibliotecas públicas.

Tomando en cuenta que desde épocas remotas los habitantes 
de lo que hoy es México tuvieron la inclinación de producir libros 
y sostener bibliotecas para el engrandecimiento de la sociedad, la 
parte final del capítulo está dedicada a ofrecer un panorama ge-
neral sobre las más sobresalientes bibliotecas públicas de México, 
que por su antigüedad, por la riqueza de sus acervos, y por su 
función de protectoras y promotoras del patrimonio documental 
de nuestra nación coadyuvan en el fortalecimiento de los ramos 
educativo y de investigación en diferentes áreas del saber.

En los años recientes, la normatividad en estas materias ha 
tenido un amplio dinamismo, porque se ha valorado con ma-
yor justicia el papel que los centros de difusión del conocimiento 
tienen en la sociedad; por esta razón, en junio de 2021 se emi-
tió una nueva Ley General de Bibliotecas, que vino a abrogar la 
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que estuvo vigente desde la década de los ochenta. A esta ley 
recién creada se dedica un apartado del presente capítulo, pues 
también trajo aparejada la modificación de figuras antiguas de 
nuestra legislación en lo referente al llamado depósito legal, que 
ha sido una vía de preservar e incrementar el patrimonio docu-
mental de México. 

Con la finalidad de dar difusión a la enorme riqueza que 
albergan las principales bibliotecas públicas de nuestro país, se 
incluye en este capítulo una breve exposición sobre los orígenes 
y estructura actual tanto de la Biblioteca Nacional de México 
como de las bibliotecas de Antropología e Historia, y las biblio-
tecas del Congreso de la Unión.

II. Las normas constitucionales

En lo que respecta al tema de las bibliotecas, de los libros y de los 
centros de información públicos, es pertinente insistir en que su 
regulación en el ámbito constitucional se ubica en los artículos 
3o., 4o., 6o. y 73, en los términos que se expusieron en el capítulo 
primero de este trabajo. En esa virtud, restaría agregar que en el 
artículo 3o., en su fracción V, encontramos la vinculación entre la 
investigación científica, humanística y tecnológica con el derecho 
a la información y el derecho a la educación, en el cual tienen un 
rol importante las bibliotecas y los centros de información para 
cumplir las finalidades de esta normativa constitucional. Esta 
fracción especifica que

V. Toda persona tiene derecho a gozar de los beneficios del desa-
rrollo de la ciencia y la innovación tecnológica. El Estado apoyará 
la investigación e innovación científica, humanística y tecnológi-
ca, y garantizará el acceso abierto a la información que derive de 
ella, para lo cual deberá proveer recursos y estímulos suficientes, 
conforme a las bases de coordinación, vinculación y participación 
que establezcan las leyes en la materia; además alentará el forta-
lecimiento y difusión de nuestra cultura.
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En cuanto a los preceptos constitucionales relacionados con 
el derecho a la información, se debe observar que los servicios 
de las bibliotecas públicas son coadyuvantes del ejercicio de ese 
derecho consagrado en el artículo 6o. constitucional. Esta afir-
mación surge de la lectura del párrafo segundo del mencionado 
artículo, que establece: “Toda persona tiene derecho al libre ac-
ceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y 
difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio 
de expresión”.

También, por medio de las bibliotecas públicas y los centros 
de información gubernamentales los individuos pueden ejercer 
los derechos humanos que el mismo artículo 6o. constitucional 
preceptúa en lo referente al acceso a las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación. Este artículo, en su tercer párrafo, 
menciona que

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de 
la información y comunicación, así como a los servicios de ra-
diodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e 
internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de 
competencia efectiva en la prestación de dichos servicios.

Finalmente, es de observarse que las bibliotecas públicas per-
miten que el Estado mexicano cumpla con la obligación que el 
propio artículo 6o., en su apartado B, enuncia en su fracción I, 
que a la letra dice: “I. El Estado garantizará a la población su 
integración a la sociedad de la información y el conocimiento, 
mediante una política de inclusión digital universal con metas 
anuales y sexenales”.

Estas últimas disposiciones de la Constitución federal son 
implementadas en el ámbito de la administración pública a tra-
vés de diferentes ordenamientos secundarios; uno de ellos es el 
Procedimiento Interno en Materia de Servicios Bibliotecarios, 
emitido en 2015 para ser aplicado en la Red Nacional de Biblio-
tecas. Este documento tiene incorporado un apéndice denomi-
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nado “Procedimiento de acceso y uso de los servicios digitales en 
bibliotecas públicas”, en cuyo artículo 1o. se especifica que las 
bibliotecas públicas deben promover y fomentar el acceso y uso 
público, equitativo y gratuito a la información, las computadoras 
e Internet para todos los usuarios, y promover que las personas 
con discapacidad hagan uso de los servicios digitales. Además, el 
artículo 7o. menciona que las bibliotecas deben procurar crear si-
tios web y mantener ligas de información seleccionadas que sean 
de utilidad para los usuarios.17

En el siguiente apartado se abordará la forma en que, a tra-
vés de leyes secundarias, se desarrollan de forma más amplia los 
preceptos constitucionales sobre bibliotecas públicas.

III. La Ley General de Bibliotecas y otras leyes

El principal ordenamiento a nivel nacional sobre los servicios 
bibliotecarios de México es la Ley General de Bibliotecas, pero 
además se encuentran vigentes otras normativas legales que se 
relacionan y hacen aplicables los principios de la primera. Este 
apartado está dedicado a la exposición de dichos ordenamientos, 
en los cuales se pormenorizan las atribuciones de las secretarías de 
Educación Pública y de Cultura, así como de las entidades federa-
tivas y los municipios.

1. La Ley General de Biliotecas

El 1o. de junio de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Fede-
ración una nueva Ley General de Bibliotecas que abrogó a la que 
estuvo vigente desde 1988. En términos generales, la nueva ley 
no incluyó cambios de gran trascendencia, mejoró en el aspecto 
de ampliar un conjunto de definiciones sobre la actividad biblio-

17		  Procedimiento interno en materia de servicios bibliotecarios, México, Secretaría 
de Educación Pública, 2015. Consultado en www.dgb.cultura.gob.mx/Documentos/
PublicacionesDGB/CapacitaciónBibliotecaria/SerieLeyesReglamentos.
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tecaria, incorporó además diversas disposiciones sobre el uso de 
las tecnologías de la información, y conservó las figuras jurídicas 
denominadas Red Nacional de Bibliotecas y Sistema Nacional 
de Bibliotecas.

A. Aspectos generales

En el artículo 2o., fracción V, se inserta la nueva definición de 
biblioteca pública, en los siguientes términos:

Biblioteca que presta servicios de consulta al público en general, 
de forma gratuita y sin discriminación y que, con base en los re-
cursos a su disposición, desarrolla otras actividades que incluyen, 
préstamo a domicilio o interbibliotecario, fomento de la lectura, 
formación cultural, educativa y de uso de tecnologías de la in-
formación y comunicación, además de orientación e información 
bibliográfica y documental, que permitan a la población adquirir, 
transmitir, acrecentar y disfrutar de la información y el conoci-
miento. 

Por otra parte, la nueva ley tiene entre sus objetivos, dos que 
son especialmente relevantes para los fines de este libro, porque 
se refieren a la protección del patrimonio cultural. En las frac-
ciones VI y VII del artículo 1o. se señala que la ley tiene como 
objeto

VI. Fomentar y garantizar la conservación del patrimonio docu-
mental, bibliográfico, hemerográfico, auditivo, visual, audiovisual, 
digital y, en general, cualquier medio que contenga información 
afín, estableciendo instrumentos para la difusión cultural, la con-
solidación de la memoria comunitaria y el progreso educativo, y

VII. Regular los términos del Depósito Legal.

Precisamente la principal novedad de este ordenamiento es el 
conjunto de modificaciones que introduce a la figura del depósito 
legal, del cual depende en buena medida el enriquecimiento de 
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ADRIANA BERRUECO GARCÍA32

los acervos documentales de nuestro país. Anteriormente el de-
pósito legal únicamente se hacía en favor de la Biblioteca Nacio-
nal de México y la Biblioteca del Congreso de la Unión; ahora, 
con la nueva ley se obliga a los productores a entregar copias de 
sus obras a la Biblioteca de México, según el artículo 36.

Entre las nuevas definiciones y conceptos que aparecen en 
esta ley se encuentra la que se refiere a la identificación de las 
tres bibliotecas que reciben el depósito legal. Este factor es im-
portante, porque desde que se puso en funcionamiento un nuevo 
edificio y acervo para la Biblioteca Vasconcelos como parte de la 
Biblioteca de México (en lo que fue la estación ferroviaria de 
Buenavista, ubicada en la Ciudad de México), se generó una 
confusión entre sectores no especializados, que confundían di-
cha biblioteca con la Nacional de México. Actualmente la ley 
aclara que esta última es la

Institución que resguarda el acervo patrimonial y que tiene como 
finalidad integrar, organizar, preservar y facilitar la consulta. Está 
constituida por los materiales publicados en el país recibidos des-
de 1850 a través del Depósito Legal, la compra y la donación. 
Es custodiada por la Universidad Nacional Autónoma de México 
desde el año de 1929.18

La Biblioteca de México tiene el carácter de biblioteca cen-
tral de la Red Nacional de Bibliotecas y de las bibliotecas del or-
den federal de gobierno (artículo 22); a la Secretaría de Cultura 
le corresponde la organización de la Biblioteca de México, según 
el artículo 21. Con base en el artículo 2o., fracción II, la Biblio-
teca de México está constituida por los acervos y recursos que 
integran los repositorios de la Biblioteca de La Ciudadela José 
Vasconcelos (ubicada en La Ciudadela, Ciudad de México) y la 
Biblioteca Vasconcelos (sita a un costado de la antigua estación 
de ferrocarriles de la Ciudad de México).

18		  Artículo 2o., inciso IV, de la Ley General de Bibliotecas.
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Es relevante mencionar que esta biblioteca fue fundada en 
1946 por el presidente Manuel Ávila Camacho; tuvo como pri-
mer director al abogado José Vasconcelos, quien ocupó dicho 
cargo hasta su fallecimiento, en 1959. Tiene incorporadas las bi-
bliotecas personales de los escritores José Luis Martínez, Antonio 
Castro Leal, Alí Chumacero y Carlos Monsiváis.19

La ley distingue a la Biblioteca del Congreso de la Unión 
como la institución que reúne los fondos documentales y biblio-
gráficos de dicho Congreso, y está facultada desde 1936 para re-
cibir el depósito legal (artículo 2o., fracción III).

B. La Red Nacional de Bibliotecas y el Sistema 
Nacional de Bibliotecas

Esta Ley General regula a la Red Nacional de Bibliotecas, 
que está conformada, según el artículo 10, con todas las bibliote-
cas constituidas y en operación dependientes de la secretarías de 
Educación Pública y de Cultura; las bibliotecas que estén en ope-
ración dependientes de cualquier entidad de la administración 
pública federal o un órgano constitucional autónomo, con base 
en un acuerdo o convenio de colaboración, que se adscriban a la 
Red; de todas aquellas creadas mediante acuerdos o convenios de 
coordinación celebrados por el Ejecutivo Federal (a través de la 
Secretaría de Cultura) con los gobiernos de las entidades federa-
tivas o con alguno de sus órganos constitucionales autónomos; de 
las bibliotecas creadas mediante convenios de coordinación entre 
los gobiernos municipales o las alcaldías y cualquier entidad del 
Poder Ejecutivo Federal.

Las funciones de la Secretaría de Cultura, como coordinado-
ra de la Red Nacional, están enunciadas en el artículo 14; las más 
relevantes son las siguientes: coordinar la Red; emitir la normati-
vidad técnica bibliotecaria para las bibliotecas de la Red y super-

19		  Disponible en: www.gob.mx/cultura/es/articulos/biblioteca-de-mexico-163692, 
consultada en diciembre de 2019.
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visar su cumplimiento; establecer criterios para seleccionar, inte-
grar y desarrollar las colecciones de las biblioteca públicas; enviar 
a las bibliotecas de la Red, dotaciones de nuevos materiales; ope-
rar un programa de capacitación y certificación de biblioteca-
rios de las bibliotecas públicas a nivel nacional; enviar a dichas 
bibliotecas los materiales bibliográficos catalogados y clasificados 
de acuerdo con las normas técnicas bibliotecológicas autorizadas 
por la Dirección General de Bibliotecas; proporcionar los servi-
cios de catalogación de acervos complementarios que adquiera 
una biblioteca, y apoyar el aspecto técnico para el mantenimien-
to de los servicios informáticos de las bibliotecas.

Son relevantes para el cuidado y preservación del patrimonio 
documental del país, dos funciones de la Secretaría de Cultura 
como coordinadora de la Red Nacional de Bibliotecas, las cuales 
están especificadas en las fracciones X y XII del propio artículo 
14. La primera de ellas se refiere a la obligación de dicha Secre-
taría, de proporcionar entrenamiento y capacitación al personal 
adscrito a las bibliotecas públicas de la Red. Ello permite que los 
trabajadores que estén en contacto con los libros o con los siste-
mas de cómputo conozcan los cuidados especiales que los mate-
riales requieren y se evite el deterioro de éstos. En tanto que la 
obligación contenida en la fracción XII apoya una modalidad del 
ejercicio de los derechos de acceso a la información y a la cultu-
ra; pero al obligar a constituir registros confiables de los acervos 
auxilia en el control de los bienes que integran parte del patrimo-
nio cultural de la nación. Esta fracción señala que la Secretaría 
de Cultura tiene a su cargo

Registrar los acervos de Red verificando que las bibliotecas 
cuenten con un catálogo a disposición del público, mismo que 
deberá ser consultable electrónicamente a través de una red de 
información pública, manteniendo un inventario y sistema de ca-
talogación actualizado.

En lo que respecta a las funciones de los gobiernos de las 
entidades federativas en materia de bibliotecas, la Ley determina 
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en su artículo 16, que les corresponde coordinar, administrar y 
operar la red de bibliotecas públicas de la entidad federativa, 
supervisar su funcionamiento, asegurarse de que las bibliotecas 
cuenten con los materiales bibliográficos catalogados y clasifica-
dos de acuerdo con las normas técnicas en vigor, y que además 
dispongan de tecnología, conectividad y acervos actualizados; 
designar al titular de la Red, quien será el enlace con la Red Na-
cional; participar en la planeación, programación del desarrollo, 
actualización tecnológica y expansión de las bibliotecas públicas 
a su cargo; nombrar, adscribir y remunerar a los bibliotecarios y 
al personal que operará las bibliotecas, y promover su entrena-
miento, capacitación certificada y actualización en los conteni-
dos y las prácticas bibliotecarias; proporcionar la conservación 
preventiva y correctiva de los acervos impresos y digitales daña-
dos, y realizar la difusión a nivel estatal de los servicios biblio-
tecarios y de las colecciones multimedia y bibliotecas digitales y 
virtuales de que disponen.

En cuanto al Sistema Nacional de Bibliotecas, la fracción 
XXIV del artículo 2o. de la Ley lo define como el

Conjunto de bibliotecas de los sectores público, social y privado 
que, de manera voluntaria, se adscriben a un proyecto común 
con la finalidad de intercambiar información y facilitar la pres-
tación de servicios bibliotecarios para el público en general y 
especializado, para contribuir a la labor educativa, cultural y de 
investigación.

Por su parte, el artículo 23 de la propia Ley amplía el tipo de 
bibliotecas que integran el Sistema, al mencionar a las bibliotecas 
escolares y las de personas privadas, físicas y morales de los secto-
res social y privado. Según este artículo, el Sistema es una instan-
cia de colaboración. En tanto que el artículo 25 expresa que los 
propósitos del Sistema Nacional de Bibliotecas son:

I. Articular los esfuerzos nacionales de las bibliotecas del sector 
público y de los sectores social y privado a través de la concer-
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tación, a fin de integrar y ordenar la información bibliográfica, 
impresa y digital, disponible en apoyo a las labores educativas, de 
investigación y cultura en general;

II. Consolidar la innovación educativa y renovar las prácticas 
bibliotecarias en los procesos académico y cultural, enfocándose 
en el acceso, comprensión y utilización de los recursos informáti-
cos y tecnológicos con los que cuenten las bibliotecas públicas, y

III. Apoyar a la Red en el desarrollo y uso adecuado de los 
recursos informáticos, tecnológicos y desarrollo de tecnologías de 
la información y comunicación.

Por otra parte, en el artículo 24 se designa a la Secretaría 
de Cultura como responsable de convocar y coordinar los traba-
jos del Sistema Nacional de Bibliotecas. El artículo 26 menciona 
que esta Secretaría promoverá el desarrollo de diferentes accio-
nes para cumplir los propósitos del Sistema, entre los que desta-
ca la elaboración de un catálogo general de acervos impresos y 
digitales de las bibliotecas incorporadas al Sistema, procurando 
lograr la uniformidad de la información. El catálogo debe estar a 
disposición de cualquier interesado, y podrá consultarse a través 
de una red de información pública.

C. El depósito legal de publicaciones

En México ha existido un constante interés por fortalecer por 
la vía jurídica el patrimonio documental del país; por ello, se han 
emitido en diferentes épocas, ordenamientos que establecen la 
obligación de los productores de materiales impresos, de contri-
buir con ejemplares de éstos a los acervos de las instituciones pú-
blicas. El primer decreto de este tipo data de 1846, firmado por el 
presidente José Mariano Salas, pero elaborado por el jurista José 
María Lafragua. 

Durante el siglo XX se promulgaron otras normativas con la 
misma finalidad, las cuales se hicieron necesarias por la renova-
ción de las tecnologías, que han hecho variar los soportes en los 
que se encuentra incorporada la información. Desde 1991 estuvo 
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vigente el decreto con el cual se llevó a cabo la recolección de una 
parte del patrimonio documental de México. Este ordenamiento 
jurídico20 fue abrogado por la Ley que estamos analizando.

Con base en los artículos 33, 34 y 37 de la Ley General de Bi-
bliotecas, el depósito legal consiste en la obligación a cargo de los 
editores y productores de obras intelectuales, de hacer la entrega, 
a título gratuito, de seis ejemplares de dichas producciones tanto a 
la Biblioteca de México como a la Biblioteca Nacional de México 
y a la Biblioteca del Congreso de la Unión, las cuales recibirán 
dos ejemplares cada una, en el entendido de que no son objeto 
de depósito legal las publicaciones y documentos a que se refiere 
la Ley General de Archivos (artículo 35).

Las obras que deben ser entregadas a las mencionadas bi-
bliotecas son:

I. Libros, publicaciones periódicas, catálogos, folletos y 
pliegos;

II. Publicaciones periódicas como periódicos, diarios, anua-
rios, revistas y memorias;

III. Material cartográfico como mapas y planos, cartas de na-
vegación, aeronáuticas o celestes; Musical, con o sin letra.

IV. Partituras;
V. Fonogramas, discos y cintas;

VI. Obras audiovisuales, micropelículas, diapositivas y foto-
grafías;

VII. Material gráfico, carteles y diagramas, y
VIII. Cualquier otra que se considere relevante para documen-

tar la memoria del conocimiento en el territorio nacional.

El párrafo final del artículo 37 especifica que en el caso de 
obras publicadas en formatos electrónico, analógico o digital, 

20		  El nombre completo del decreto es: “Se dispone la obligación de los 
editores y productores de materiales bibliográficos y documentales de entregar 
ejemplares de sus obras a la Biblioteca Nacional y a la Biblioteca del Congreso 
de la Unión”, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 23 de julio de 1991. 
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se entregará un solo ejemplar por institución con los materiales 
complementarios que permitan su consulta y preservación.

La Ley ordena que cuando se trate de materiales distintos de 
los bibliográficos entregados a la Biblioteca de México podrán 
ser entregados para su conservación y uso a instituciones espe-
cializadas, como la Cineteca Nacional y la Fonoteca Nacional 
(artículo 41). Esta disposición es positiva, porque colabora con 
el enriquecimiento del patrimonio documental de la nación, que 
auxilia a investigadores y estudiantes de ciencias de la comunica-
ción y cinematografía.

Para contar con un control más riguroso de los productos 
intelectuales que le corresponde recibir a las tres bibliotecas, el 
artículo 42 de la Ley determina que el Instituto Nacional del De-
recho de Autor (Indautor) enviará mensualmente a las tres recep-
toras del depósito legal, una relación en formatos automatizados 
de las publicaciones a las que se les haya asignado ISBN e ISSN, 
con lo cual se facilita verificar si se está cumpliendo la normati-
vidad sobre el depósito legal. Según el artículo 39, los materiales 
se deben entregar dentro de los sesenta días naturales siguientes 
a su fecha de edición o producción, excepto las publicaciones 
periódicas, que se entregarán tan pronto como sean puestas en 
circulación.

Los editores y productores que incumplan con el depósito 
legal serán sancionados con una multa equivalente a cincuenta 
veces el precio de venta al público de los materiales que no se en-
treguen. La aplicación de la multa no exime a los infractores, de 
realizar el depósito de los productos culturales que generaron la 
sanción (artículo 43). La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co es la encargada de hacer efectivas las sanciones.

2. Concordancias con otros ordenamientos jurídicos

Según la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
la Secretaría de Educación Pública está encargada de “organizar, 
administrar y enriquecer sistemáticamente las bibliotecas gene-
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rales o especializadas que sostenga la propia secretaría o que for-
men parte de sus dependencias” (artículo 38, fracción VII).

La Red Nacional de Bibliotecas también está regulada en el 
artículo 41 bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal. Su organización, administración y custodia están enco-
mendadas a la Secretaría de Cultura (creada en diciembre de 
2015); dichas bibliotecas estuvieron a cargo del Consejo Nacional 
para la Cultura y las Artes (Conaculta). Sobre este tema, subrayo 
que el Reglamento Interior de la Secretaría de Cultura21 distribu-
ye las actividades relacionadas con las bibliotecas públicas entre 
diferentes áreas que forman parte de la estructura orgánica de la 
Secretaría. En primer término, la Dirección General de Bibliote-
cas es la responsable de

Consolidar, coordinar y supervisar que en la operación de la Red 
Nacional de Bibliotecas Públicas se mantengan los acervos perma-
nentemente a disposición de los usuarios, y se apoye gratuitamente 
sus necesidades formativas, informativas y recreativas, consideran-
do la diversidad de condiciones culturales, educativas, geográficas 
y socioeconómicas de la población (artículo 15, fracción V).

Esta Dirección General tiene a cargo la Biblioteca de México 
y la Biblioteca Vasconcelos, y además debe coordinar el Sistema 
Nacional de Bibliotecas y ejercer las atribuciones conferidas a la 
Secretaría de Cultura en la Ley General de Bibliotecas (fraccio-
nes XI, XV y XII, respectivamente).

Otras áreas de la Secretaría de Cultura tienen encomenda-
das funciones relacionadas con servicios que proporcionan al-
gunas bibliotecas; por ejemplo, a la Subsecretaría de Desarrollo 
Cultural le corresponde “Promover que las niñas, los niños y ado-
lescentes tengan acceso a las diversas manifestaciones culturales y 
artísticas a través de concursos, festivales y presentaciones artísti-
cas, así como la capacitación para promotores culturales infanti-
les” (artículo 8o., fracción II).

21		  Se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 8 de noviembre de 2016.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/yc37bc69

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



ADRIANA BERRUECO GARCÍA40

La Subsecretaría de Diversidad Cultural y Fomento a la Lec-
tura debe coordinar los programas y las acciones culturales de 
carácter comunitario y las tendientes al fortalecimiento del tejido 
social en municipios con índices significativos de marginalidad, 
así como los programas y acciones para la divulgación, promo-
ción y estímulo de la diversidad cultural mexicana (artículo 9o., 
fracción IV).

Por otra parte, la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro22 
también contiene disposiciones relacionadas con el trabajo bi-
bliotecario. Esta Ley es de aplicación en todo el territorio nacio-
nal, y a través de ella se creó el precio único al libro, figura que 
tiene como excepciones la aplicación de descuentos para el Esta-
do cuando adquiera los libros para sus propios fines, excluyendo 
la reventa. La ley también señala que se podrán otorgar descuen-
tos a las bibliotecas que ofrezcan atención al público o préstamo, 
y a los establecimientos de enseñanza y de formación profesional 
o de investigación (artículos 22 y 25). 

Esta Ley enuncia conceptos de interés para las actividades 
educativas y culturales del país; define a las bibliotecas escolares y 
de aula como los “acervos bibliográficos que la Secretaría de Edu-
cación Pública y la Secretaría de Cultura, con la concurrencia de 
las autoridades locales, selecciona, adquiere y distribuye para su 
uso durante los procesos de enseñanza y aprendizaje en las aulas y 
las escuelas públicas de educación básica”. Por otra parte, las salas 
de lectura son definidas como los “espacios alternos a las escuelas y 
bibliotecas, coordinadas por voluntarios de la sociedad civil, donde 
la comunidad tiene acceso gratuito al libro y otros materiales im-
presos, así como a diversas actividades encaminadas al fomento a 
la lectura” (artículo 2o.).

Además, la Ley establece en su artículo 10, fracción II, que a 
la Secretaría de Educación Pública le corresponde

…garantizar la distribución oportuna, completa y eficiente de los 
libros de texto gratuito, así como de los acervos para las bibliotecas 

22		  Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de julio de 2008.
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escolares y de aula y otros materiales educativos indispensables en 
la formación de lectores en las escuelas de educación básica y nor-
mal, en coordinación con las autoridades educativas locales.

El mismo artículo, en la fracción VII, determina que esta 
Secretaría debe “promover el acceso y distribución de libros, for-
taleciendo el vínculo entre las escuelas y bibliotecas públicas, en 
colaboración con autoridades educativas locales, las institucio-
nes de educación superior e investigación, la iniciativa privada y 
otros actores sociales”.

IV. Principales bibliotecas públicas de México

De la lectura de los ordenamientos jurídicos expuestos en este ca-
pítulo se desprende que existen diferentes tipos y modalidades de 
bibliotecas públicas, encargadas de custodiar, preservar y difundir 
el patrimonio documental de México, que se integra por impresos 
de varios siglos de antigüedad. En esta parte del libro se presenta 
un esbozo histórico sobre las bibliotecas de Antropología e Histo-
ria, la Biblioteca Nacional de México y la Biblioteca del Congreso 
de la Unión.

El principal objetivo de este rubro es aportar información 
confiable y sistematizada sobre los orígenes y desarrollo de las 
instituciones bibliotecarias mexicanas que han colaborado signi-
ficativamente en las tareas de educación, investigación y espar-
cimiento de millones de personas, nacionales y extranjeras, con 
la finalidad de crear conciencia de la riqueza documental que 
poseemos, y que merece ser protegida y utilizada por la sociedad 
en su conjunto, para que continúe aportando beneficios a las ge-
neraciones futuras.

1. Bibliotecas de Antropología e Historia

Durante el siglo XIX, al inicio de la vida independiente de 
nuestro país, se hicieron diferentes intentos por conformar y pre-
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servar el patrimonio documental que se había creado desde épo-
cas antiguas en el territorio de lo que ahora es México. Gracias 
a ello, en 1824, Guadalupe Victoria, el primer presidente de la 
nación, creó el Museo Nacional de Antigüedades de Historia 
Natural,23 del cual formó parte la que hoy es la Biblioteca Nacio-
nal de Antropología e Historia. La primera sede del museo y la 
Biblioteca estuvo en instalaciones de la Universidad de México; 
posteriormente, por orden del emperador Maximiliano de Habs-
burgo, el Palacio Nacional albergó a ambas entidades, concreta-
mente en el área que antiguamente ocupó la Casa de Moneda. 
Maximiliano también decretó una división formal del museo en 
tres departamentos; éstos fueron el de Historia natural, el de Ar-
queología e Historia y la Biblioteca.24

Baltazar Brito menciona que en 1888 el presidente Porfirio 
Díaz nombró director del Museo al historiador Francisco del 
Paso y Troncoso, quien notó la necesidad de contar con un bi-
bliotecario que se hiciera cargo de adquirir, catalogar y poner 
a disposición los libros para sustentar los trabajos de las cáte-
dras que impartía la institución. Del Paso nombró como primer 
bibliotecario a José María de Ágreda y Sánchez, personaje con 
amplia trayectoria que había colaborado en el Archivo General 
de la Nación y en la Biblioteca Turriana de la Catedral; con él 
se inauguró formalmente la Biblioteca del Museo Nacional.25 En 
1939, con la fundación del Instituto Nacional de Antropología e 
Historia (INAH), se cambió la denominación a Biblioteca Cen-
tral del INAH; a partir de esta etapa se adoptó el sistema de cata-
logación utilizado por la Biblioteca del Congreso de Washington 
para el fondo bibliográfico, y se creó el Archivo Histórico a partir 
del trabajo de la arqueóloga Eulalia Guzmán (1940-1946).

23		  Galeana, Patricia, “El siglo XIX”, Los siglos de México, México, Nueva 
Imagen, 1991, p. 183.

24		  Brito Guadarrama, Baltazar, “La Biblioteca Nacional de Antropología 
e Historia. Tres perspectivas”, Antropología. Revista Interdisciplinaria del INAH, 
núm. 1, México, Instituto Nacional de Antropología e Historia, enero-junio 
de 2017, p. 126.

25		  Ibidem, p. 127.
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Actualmente la Biblioteca Nacional de Antropología e His-
toria (con sede en el Museo del mismo nombre, ubicado en Cha-
pultepec, Ciudad de México) es depositaria de documentos his-
tóricos de gran valor para comprender la historia de nuestro país. 
Destaca entre estos tesoros la colección de códices, que en 1977 
obtuvo de la UNESCO la inscripción en la Memoria del Mundo. 
Dicha colección es una de las más importantes del mundo, por-
que está conformada por 101 originales y 204 copias históricas 
de otros códices que están albergados en países extranjeros. En 
México solamente se hallan dos códices prehispánicos originales, 
el Colombino y el Códice Maya de México (antes llamado Gro-
lier), que son parte del acervo de esta Biblioteca.26

Por otra parte, son relevantes los siguientes aspectos de esta 
institución cultural:

Hoy coordina el funcionamiento de 66 bibliotecas y 241 archivos.
Beneficiándose en su origen de las colecciones creadas por Lo-

renzo Boturini, que había sumado en su momento las de Carlos 
de Sigüenza y Góngora, la Biblioteca Nacional del INAH con-
serva, organiza y pone al acceso de estudiantes, investigadores, 
académicos y todo interesado en nuestra historia casi 15 millones 
de invaluables unidades de información en sus acervos y colec-
ciones.27

2. Biblioteca del Congreso de la Unión

Desde que se inició la etapa independiente de México, su 
Congreso federal ha tenido una biblioteca, entre cuyas principa-
les funciones se encuentra la de recibir el material bibliográfico 
que integra parte del patrimonio documental de la nación por 
la vía del depósito legal. Esta función también la comparte con 

26		  Moheno, César, “Los ritmos de la creación. Los acervos y los momentos 
para componer una mirada”, en Instituto Nacional de Antropología e Historia, 80 años, 
México, Instituto Nacional de Antropología e Historia, 2019, p. 240.

27		  Ibidem, p. 244.
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la Biblioteca Nacional de México, de lo cual nos ocuparemos en 
otro apartado de este libro. Según diferentes autores, la biblioteca 
a cargo del Poder Legislativo federal surgió desde 1821, y a lo lar-
go del siglo XIX sufrió los vaivenes que provocó la inestabilidad 
política del país.28 Durante el siglo XIX y gran parte del XX los 
acervos documentales del Poder Legislativo se fueron perdiendo, 
principalmente por los incendios de las instalaciones donde se 
albergaban. El último de estos siniestros acaeció el 5 de mayo 
de 1989, cuando se quemaron las instalaciones de la Cámara de 
Diputados, ubicada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en la 
Ciudad de México.29

La Biblioteca del Congreso de la Unión está regulada por el 
Reglamento del Sistema de Bibliotecas del Congreso de la Unión.30 
Según el artículo 2o., el Sistema está integrado por la Biblioteca del 
Congreso de la Unión, la Biblioteca Legislativa de San Lázaro y 
la Biblioteca Parlamentaria “Melchor Ocampo” del Senado de la 
República. El mismo artículo define a la Biblioteca del Congreso 
de la Unión como

Biblioteca pública, bicamaral, en la que se recopilan fuentes de 
información a través del Depósito legal, proporciona recursos y 
servicios organizados para uso de la sociedad dando la más am-
plia publicidad a las actividades del Congreso en el contexto del 
Parlamento Abierto gestionado por el Poder Legislativo a través 
de las Cámaras.

El inmueble que ocupa esta biblioteca se ubica en el Centro 
histórico de la Ciudad de México, y ha brindado servicios prin-
cipalmente a público estudiantil, por contar con un acervo muy 

28		  Sobre este tema destaca Fernández de Zamora, Rosa María y Martínez 
Leal, Margarita, Biblioteca del H. Congreso de la Unión 1821-1994. Su historia, sus 
recursos, sus servicios, México, Senado de la República, 2004.

29		  Fernández de Zamora, Rosa María, y Martínez Leal, Margarita, Breve 
historia de las bibliotecas del H. Congreso de la Unión, publicado en www.3.diputados.
gob.mx>camaras>content, consultada en diciembre de 2019. 

30		  Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de mayo de 2019.
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amplio y variado, constituyéndose en un auxiliar fundamental de 
la educación. El recinto se inauguró en 1936.

3. Biblioteca Nacional de México

Desde el siglo XIX esta institución ha sido la principal encar-
gada de recibir, organizar y difundir el patrimonio bibliográfico 
de México que se ha formado a través del depósito legal, y en 
ello reside parte de su importancia. Pero además posee un fondo 
documental muy valioso, que ha adquirido por otras vías, gracias 
a lo cual ostenta reconocimientos internacionales. La Biblioteca 
Nacional de México fue fundada en 1867 por el presidente Be-
nito Juárez, quien designó como primer director de la misma al 
jurista poblano José María Lafragua, quien ejerció el cargo hasta 
1875, año de su fallecimiento. En este periodo, Lafragua se de-
dicó al acondicionamiento de las instalaciones de la Biblioteca 
y a reunir y organizar los acervos documentales que a través de 
diferentes decretos se le asignaron a la institución durante el siglo 
XIX.31 Al morir Lafragua, la Biblioteca Nacional de México se 
constituyó en heredera de una parte de la valiosa colección docu-
mental que el abogado reunió con sus recursos durante toda su 
vida. Esa herencia, conocida como Colección Lafragua, continúa 
siendo custodiada por dicha Biblioteca, y cuenta con el registro 

31		  En virtud de que durante el siglo XIX hubo varios intentos de formar 
una Biblioteca Nacional para la joven nación, también se emitieron diferentes 
normativas para conformar el patrimonio documental de dicha institución; 
por ello, en 1833 se le asignaron los libros pertenecientes al Colegio de Santos; 
en 1857, el presidente Ignacio Comonfort, al suprimir la Real y Pontificia Uni-
versidad de México, decretó que los acervos documentales de ésta pasaran a 
la Biblioteca Nacional. En el decreto de 1867 del presidente Juárez se dispuso 
que los libros y manuscritos de la Biblioteca de la Catedral Metropolitana se 
transfirieran a la nueva Biblioteca Nacional. Para tener una idea de la magni-
ficencia de este patrimonio bibliográfico se debe recordar que la Biblioteca de 
la catedral llegó a constar de 19,295 volúmenes impresos y 131 manuscritos. 
Véase Iguíniz, Juan, El libro. Epítome de la bibliología, México, Porrúa, 1998, pp. 
178 y 179.
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de la UNESCO como Memoria del Mundo México, tema del 
que trataremos en otra parte de este libro.

Miguel Ángel Castro narra que en enero de 1881 el presi-
dente Manuel González nombró como director de la Biblioteca 
Nacional a don José María Vigil, quien se encargó de concluir 
el acondicionamiento de las instalaciones del antiguo templo, y 
en la organización y disposición final de los acervos para lograr 
que el 2 de abril de 1884 se realizara la inauguración solemne de 
nuestra Biblioteca.32

Con el paso del tiempo, la Biblioteca Nacional de México con-
tinuó su desarrollo y fortalecimiento, y en 1929, al decretarse la 
autonomía de la Universidad Nacional de México, quedó bajo 
la custodia de ésta; desde 1967 está a cargo del Instituto de Inves-
tigaciones Bibliográficas. Es de hacer notar que una biblioteca na-
cional tiene la particularidad de albergar publicaciones especiales, 
de gran trascendencia histórica, las cuales no se encuentran o difí-
cilmente se hallan en otros acervos documentales. Recientemente 
el director de la Biblioteca Nacional de México hizo notar los si-
guientes atributos de estas instituciones culturales:

Las bibliotecas nacionales juegan un papel fundamental: garan-
tizan la lectura de documentos antiguos y nuevos; elaboran en 
sus catálogos registros completos y controlados de la bibliografía 
nacional con criterios y sistemas de catalogación internacionales; 
elaboran herramientas para que se repliquen digitalmente y lle-
guen a un público cada vez mayor de ciudadanos sin descuidar la 
preservación analógica y digital de la memoria documental. Por 
ello son recintos de generación de conocimiento puntual y contri-
buyen en la formación de ciudadanos del mundo.33

32		  Castro, Miguel Ángel, “Vigil y los espíritus tutelares de la Biblioteca 
Nacional”, en Castro, Miguel Ángel (coord.), José María Vigil. A cien años de su 
muerte, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Bibliográficas, 2018, pp. 
125 y 126.

33		  Mora, Pablo, “Función y vigencia de la Biblioteca Nacional de México”, 
Boletín de la Biblioteca Nacional de México, núm. 3, México, invierno de 2019, sec-
ción A nuestros Lectores.
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Nuestra Biblioteca Nacional, según la investigadora Rosa 
María Fernández, resguarda la colección bibliohemerográfica 
más importante del país, cuyo enorme valor se sustenta en contar 
con la Colección Mexicana o Novohispana de libros impresos en 
México del periodo 1554 a 1821; el Fondo de Origen, constituido 
por aproximadamente cien mil volúmenes de libros europeos de 
los siglos XVI a XVIII; archivos especiales, colecciones de foto-
grafías y carteles de personajes relevantes de nuestra historia; la 
Colección Lafragua; libros, mapas, folletos, discos y vídeos del 
siglo XX. Es de hacerse notar que en esta biblioteca se albergan 
dos documentos originales de los códices coloniales de Azcapot-
zalco y Santa María de la Asunción.34

Además, tiene la particularidad de contar con una rica 
hemeroteca,35 que se ha nutrido de los materiales obtenidos funda-
mentalmente a través del depósito legal. La Hemeroteca Nacional 
de México también es una importante fuente de conocimiento, del 
cual se nutren investigadores de muchas ramas del conocimien-
to, ya que en su fondo reservado existen publicaciones periódicas 
mexicanas editadas desde el siglo XVIII, y cuenta con una colec-
ción de periódicos extranjeros que datan del siglo XVII.36

Para concluir este apartado menciono cifras proporcionadas 
por el director del Instituto de Investigaciones Bibliográficas que 

34		  Fernández de Zamora, Rosa María, “La Biblioteca Nacional de Méxi-
co, lugar de memoria e identidad”, Nueva Gaceta Bibliográfica, núm. 22, México, 
abril-junio de 2003, pp. 3 y 4.

35		  La Hemeroteca Nacional de México fue fundada en 1944; el recinto 
donde se alojaron sus fondos fue la antigua iglesia de San Pedro y San Pablo, y 
su inauguración estuvo engalanada por el presidente Manuel Ávila Camacho. 
Véase Clark de Lara, Belem y Jiménez Rivera, Ricardo, “Sexagésimo quinto 
aniversario de la Hemeroteca Nacional de México, 1944-2009”, Boletín del Insti-
tuto de Investigaciones Bibliográficas, núms. 1 y 2, México, 2007, en p. 204. 

36		  Un enriquecedor trabajo sobre los orígenes y desarrollo de esta institu-
ción es Carrasco Puente, Rafael, “La Hemeroteca Nacional de México (histo-
ria, reglamentos e iconografía)”, en Ruiz Castañeda, María del Carmen; Sch-
neider, Luis Mario, y Castro, Miguel Ángel (compiladores), La Biblioteca Nacional 
de México. Testimonios y documentos para su historia, México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Bibliográficas, 2004, pp. 373-385.
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dan cuenta de la trascendencia de la figura del depósito legal, 
engrandecimiento de la biblioteca principal de nuestro país. En 
2018, la Biblioteca Nacional se enriqueció con un total de 7,416 
títulos, de los cuales 6,474 se obtuvieron por la vía del depósi-
to legal, 802 por compra y 140 por donación.37 Finalmente, se 
debe agregar que durante 2018 la Biblioteca Nacional de México 
atendió a 18,544 usuarios en la sala de lectura; proporcionó 2,435 
orientaciones a usuarios, realizó 880 verificaciones de referencias 
bibliográficas, atendió 443 consultas por vía telefónica, prestó 46 
servicios de Internet y proporcionó 632 visitas guiadas.38

37		  Mora Pérez Tejada, Pablo, “Biblioteca Nacional y Hemeroteca Nacio-
nal: fortalecimiento del desarrollo y preservación de colecciones”, en Segundo 
Informe de Actividades 2017-2018, México, UNAM, 2018, p. 96.

38		  Ibidem, p. 127.
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Capítulo tercero

LA REGULACIÓN JURÍDICA DE LOS ARCHIVOS

I. Introducción

Desde la época virreinal, en nuestro territorio se instituyó la prácti-
ca de sistematizar y proteger los documentos relativos a las funcio-
nes gubernamentales y los actos jurídicos de los particulares. Pos-
teriormente, al lograrse la independencia de España, a inicios del 
siglo XIX, se tomaron medidas para que ese cúmulo documental 
se preservara y acrecentara ordenadamente, y en 1823 se decretó 
la creación del Archivo General de la Nación; pero los conflic-
tos políticos internos y las invasiones extranjeras provocaron una 
fuerte inestabilidad en México, que trajo como consecuencia des-
trucción, extravío, robos y mutilación de los archivos públicos y las 
bibliotecas. A lo largo del siglo XX se expidieron diferentes nor-
mas de derecho para proteger estos bienes culturales, y el Archivo 
General de la Nación operó con regularidad,39 aunque no siempre 
con la cantidad de recursos financieros suficientes, resguardando 
esta parte de la memoria histórica nacional.

Desde las últimas décadas del siglo XX a nivel mundial cre-
ció la tendencia de fortalecer los mecanismos de protección de 
todas las expresiones culturales de la humanidad, y al patrimo-
nio documental de las naciones se le ha otorgado una especial 

39		  Los aspectos históricos del Archivo General de la Nación se pueden con-
sultar en García Ayluardo, Clara, “Historias de papel: los archivos en México”, 
en Florescano, Enrique (coord.), El patrimonio nacional de México, México, Fondo 
de Cultura Económica-Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, 2004, pp. 
241-265.
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atención, porque además de servir de diferentes maneras para 
hacer operables los sistemas financiero, jurídico, científico, edu-
cativo y político, son elementos de cohesión social, porque están 
estrechamente vinculados con los fundamentos de las identidades 
grupales de los seres humanos, y a su vez crean redes mundiales 
en beneficio de todos los seres humanos.

Por otra parte, la creciente demanda de las personas para 
que sus respectivos gobiernos ejerzan el poder con honestidad y 
se respeten los principios democráticos ha generado que se obser-
ve en la integración adecuada de los archivos públicos un medio 
idóneo para el óptimo ejercicio de los derechos individuales y 
grupales.

Teniendo como base estos razonamientos, en México se han 
formulado en el siglo XXI, políticas de información, que se ex-
presan en ordenamientos jurídicos reguladores del universo do-
cumental creado en siglos anteriores y el que se sigue forman-
do cotidianamente en la actualidad. En este capítulo se aborda 
de manera breve la integración del marco constitucional que 
da fundamento a la Ley General de Archivos que se expidió en 
2018. En la parte final se presenta información relevante sobre 
el Programa Memoria del Mundo, que es una iniciativa de la 
UNESCO, y en la cual México participa activamente, por lo que 
múltiples colecciones de bienes culturales han obtenido registros 
nacionales, regionales y mundiales.

II. Marco constitucional

Con la reforma al artículo 6o. constitucional, publicada el 7 de fe-
brero de 2014, se incorporaron a la ley fundamental, normas más 
específicas sobre archivos públicos, de tal suerte que el apartado 
A, en su fracción I, manda que todos los sujetos obligados40 deben 

40		  Posteriormente se mencionarán específicamente quiénes son los sujetos 
obligados. En lo inmediato es de señalarse que toda persona física o moral que 
reciba recursos públicos, en los tres niveles de gobierno, se considera sujeto 
obligado. 
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documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 
competencias o funciones.

En el mismo apartado, pero en la fracción V, se especifica que 
los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archi-
vos administrativos actualizados; también se establece la obliga-
ción de que los sujetos publiquen, a través de los medios electró-
nicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el 
ejercicio de los recursos públicos y los indicadores de gestión que 
permitan evaluar su trabajo.

En el último párrafo de la fracción VIII del artículo 6o. consti-
tucional se encuentra la disposición en el sentido de que con objeto 
de fortalecer la rendición de cuentas del Estado mexicano el Ins-
tituto Nacional de Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (INAI) coordinará sus acciones con la entidad especia-
lizada en materia de archivos. Este artículo señala también que la 
ley determinará cuál es la información confidencial y reservada.

Sobre la primera disposición, se debe mencionar que en la 
práctica el Sistema Nacional de Transparencia está integrado tan-
to por el INAI como por el Archivo General de la Nación, la Au-
ditoría Superior de la Federación, el Instituto Nacional de Estadís-
tica, Geografía e Informática (INEGI) y los órganos garantes de 
las entidades federativas. 

Respecto al INEGI, el apartado B del artículo 26 constitucio-
nal, en sus dos primeros párrafos, determina que:

El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Es-
tadística y Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. 
Para la Federación, las entidades federativas, los Municipios y 
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, los datos 
contenidos en el Sistema serán de uso obligatorio en los términos 
que establezca la ley.

La responsabilidad de normar y coordinar dicho Sistema esta-
rá a cargo de un organismo con autonomía técnica y de gestión, 
personalidad jurídica y patrimonio propios, con las facultades ne-
cesarias para regular la captación, procesamiento y publicación 
de la información que se genere y proveer a su observancia.
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En lo que respecta al Poder Legislativo Federal, el artículo 73 
constitucional faculta al Congreso de la Unión a

Expedir la ley general que establezca la organización y adminis-
tración homogénea de los archivos de la federación, de las en-
tidades federativas, de los municipios y de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, y determine las bases de 
organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos 
(fracción XXIX-T).

En lo relativo a las limitaciones que puede tener el derecho a 
la información que se ejerce al consultar documentos de archivos 
públicos, el segundo párrafo del artículo 16 constitucional señala 
algunas normativas sobre la protección de datos personales que 
podrían aplicarse especialmente en el caso de los documentos 
históricos que regula la Ley General de Archivos. El artículo 16 
de la Constitución federal determina:

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos persona-
les, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como 
a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual 
establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan 
el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, dis-
posiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para 
proteger los derechos de terceros.

III. Ley General de Archivos

1. Aspectos generales

En cuanto al ámbito de aplicación de la Ley,41 el artículo 1o. señala 
que ésta es de observancia en todo el territorio nacional. Como 
toda ley general, la de Archivos es un instrumento para distribuir 
competencias entre las autoridades federales, los gobiernos locales 

41		  Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de junio de 2018; entró 
en vigor en junio de 2019.
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y los municipales. El artículo segundo enuncia los objetivos de la 
Ley. Para los fines de este trabajo, son importantes los contenidos 
en la fracción I, que se refiere a promover el uso de técnicas y méto-
dos tendientes a lograr el desarrollo de sistemas de archivos que ga-
ranticen la organización, conservación, disponibilidad, integridad 
y localización expedita de los documentos de archivo en posesión 
de los sujetos obligados. La fracción III especifica que la Ley busca 
promover el uso y difusión de los archivos producidos por los suje-
tos obligados, para favorecer la toma de decisiones, la investigación 
y el resguardo de la memoria institucional de México. Además, es 
de primordial importancia el objetivo que establece la fracción IX, 
que consiste en promover la organización, conservación, difusión y 
divulgación del patrimonio documental de México.

En el tema de gobierno abierto y transparencia, la fracción II 
especifica que la Ley tiene el objetivo de regular la organización y 
funcionamiento del sistema institucional de archivos de los suje-
tos obligados, para que éstos actualicen y permitan la publicación 
en medios electrónicos, de la información de sus indicadores de 
gestión y del ejercicio de sus recursos públicos.

Con base en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Ley (artículo 4o., fracción LVI) define como sujetos 
obligados a

Cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos po-
líticos, fideicomisos y fondos públicos; así como cualquier persona 
física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o 
realice actos de autoridad de la federación, las entidades federati-
vas y los municipios, así como a las personas físicas o morales que 
cuenten con archivos privados de interés público.

A. Tipos de archivos públicos y sus funciones

En primer término, se debe enunciar la definición legal de 
archivo, la cual aparece en el artículo 4o., fracción III, y es la 
siguiente: 
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Conjunto organizado de documentos producidos o recibidos 
por los sujetos obligados en el ejercicio de sus atribuciones y 
funciones, con independencia del soporte, espacio o lugar que 
se resguarden.

Por otra parte, por documento de archivo debemos entender, 
según el artículo 4o., fracción XXIV, a

Aquel que registra un hecho, acto administrativo, jurídico, fiscal 
o contable producido, recibido o utilizado en el ejercicio de las 
facultades, competencias o funciones de los sujetos obligados, 
con independencia de su soporte documental.

La Ley determina que los sujetos obligados deben contar con 
un archivo de trámite, un archivo de concentración, un archivo 
histórico y un área coordinadora de archivos. El primer contac-
to que tienen los sujetos obligados con la documentación es a 
través de las áreas de correspondencia, y en razón de ello la Ley 
especifica que los responsables de éstas deben poseer los conoci-
mientos, las habilidades, las competencias y la experiencia pro-
pias de sus funciones, y se especifica que los jefes de las unidades 
administrativas deben proporcionar una óptima capacitación a 
los responsables de recibir la documentación, pues sus funciones 
son, también, registrar, dar seguimiento y despacho de los docu-
mentos para la integración de los expedientes de los archivos de 
trámite42 (artículo 29).

Antes de entrar a analizar las características de los archivos 
de trámite, de concentración e históricos (considerados áreas 
operativas) se deben revisar las funciones del Área coordinadora 
de archivos, dada su relevancia. Una de sus principales tareas es 
coordinar los procesos de valoración y disposición documental 
que realicen las áreas operativas (artículo 28, fracción IV). La 

42		  El archivo de trámite es el “integrado por documentos de archivo de 
uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las atribuciones y funciones de los 
sujetos obligados” (artículo 4o., fracción V, de la Ley General de Archivos).
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valoración documental, según el artículo 4o., fracción LIX, de la 
propia Ley, se define como:

La actividad que consiste en el análisis e identificación de los valo-
res documentales; es decir, el estudio de la condición de los docu-
mentos que les confiere características específicas en los archivos 
de trámite o concentración, o evidenciales, testimoniales e infor-
mativos para los documentos históricos, con la finalidad de esta-
blecer criterios, vigencias documentales y, en su caso, plazos de 
conservación, así como para la disposición documental.

La valoración documental cobra relevancia debido a las fun-
ciones que la Ley asigna a los sujetos obligados en temas tan deli-
cados como los que se refieren a los derechos humanos; concreta-
mente, en el último párrafo del artículo 11 de este ordenamiento 
se indica lo siguiente:

Los sujetos obligados deberán conservar y preservar los archivos 
relativos a violaciones graves de derechos humanos, así como res-
petar y garantizar el derecho de acceso a los mismos, de confor-
midad con las disposiciones legales en materia de acceso a la in-
formación pública y protección de datos personales, siempre que 
no hayan sido declarados como históricos, en cuyo caso, su con-
sulta será irrestricta.

Se debe aclarar que pese a la anterior disposición, la consulta 
de los documentos históricos también tiene restricciones, como la 
establecida en el segundo párrafo del artículo 36 de esta Ley, que 
a la letra dice:

Los documentos que contengan datos personales sensibles, de 
acuerdo con la normatividad en la materia, respecto de los cuales 
se haya determinado su conservación permanente por tener valor 
histórico, conservarán tal carácter, en el archivo de concentra-
ción, por un plazo de 70 años, a partir de la fecha de creación del 
documento, y serán de acceso restringido durante dicho plazo.
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Esta disposición se relaciona con la Ley General de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados,43 la 
cual define en su artículo 3o., fracción X, a los datos personales 
sensibles como

Aquellos que se refieren a la esfera más íntima de su titular, 
o cuya utilización indebida pueda dar origen a la discriminación o 
conlleve un riesgo grave para éste. De manera enunciativa más no 
limitativa, se consideran sensibles los datos personales que puedan 
revelar aspectos como el origen racial o étnico, estado de salud 
presente o futuro, información genética, creencias religiosas, filo-
sóficas y morales, opiniones políticas y preferencia sexual.

Por otra parte, el Área coordinadora de archivos también 
tiene las funciones de coordinar la operación de los archivos 
de trámite, concentración, y, en su caso, histórico; autorizar la 
transferencia de los archivos cuando un área o unidad del sujeto 
obligado entre en procesos de fusión, escisión, extinción o cam-
bio de adscripción; proporcionar asesoría técnica para la opera-
ción de los archivos; coordinar las actividades destinadas a mo-
dernizar y automatizar los procesos archivísticos y a la gestión 
de documentos electrónicos de las áreas operativas, y elaborar 
programas de capacitación en gestión documental y adminis-
tración de archivos (artículo 29). Por ser de tal trascendencia 
la función del Área coordinadora de archivos, la Ley especifica 
que su titular deberá tener al menos el nivel de director general 
o su equivalente dentro de la estructura orgánica del sujeto obli-
gado (artículo 27).

Las principales funciones de los archivos de trámite son: in-
tegrar y organizar los expedientes que cada área o unidad pro-
duzca, use o reciba; asegurar la localización y consulta de los 
expedientes mediante la elaboración de los inventarios docu-
mentales; resguardar los archivos y la información que haya sido 
clasificada con base en la legislación de transparencia y acceso 

43		  Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de enero de 2017.
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a la información, mientras conserve tal carácter, y realizar las 
transferencias primarias al archivo de concentración (artículo 
30). La Ley define a la transferencia como “el traslado contro-
lado y sistemático de expedientes de consulta esporádica de un 
archivo de trámite a uno de concentración y de expedientes que 
deben conservarse de manera permanente, del archivo de con-
centración al archivo histórico” (artículo 4o., fracción LVII). En 
tanto, la transferencia primaria se refiere al traslado de expe-
dientes del archivo de trámite al de concentración para su espo-
rádica consulta.44

De acuerdo con el artículo 31 de la Ley, las funciones de los 
archivos de concentración45 son: asegurar y describir los fondos 
bajo su resguardo, y la consulta de los expedientes; recibir las 
transferencias primarias y proporcionar los servicios de préstamo 
y consulta a las áreas administrativas productoras de la docu-
mentación resguardada; conservar los expedientes hasta cumplir 
su vigencia documental;46 publicar al final de cada año los dictá-
menes y actas de baja documental y transferencia secundaria, y 
conservarlos en el archivo de concentración por un periodo míni-
mo de siete años a partir de la fecha de su elaboración, y efectuar 
la transferencia secundaria de las series documentales que hayan 
cumplido su vigencia documental y posean valores evidenciales, 
testimoniales e informativos al archivo histórico del sujeto obliga-
do o al Archivo General de la Nación. 

44		  Definición establecida en el artículo décimo sexto transitorio del Acuerdo 
general G/JFA/37/2016 por el que se establecen las reglas para la administra-
ción de los archivos del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 30 de junio de 2016.

45		  El archivo de concentración es el “integrado por los documentos transfe-
ridos desde las áreas o unidades productoras, cuyo uso y consulta es esporádica 
y que permanecen en él hasta su disposición documental” (artículo 4o., fracción 
IV, de la Ley General de Archivos).

46		  La vigencia documental es definida como el “periodo durante el cual un 
documento de archivo mantiene sus valores administrativos, legales, fiscales o 
contables, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables” 
(artículo 4o., fracción LX).
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En cuanto a los archivos históricos,47 se debe hacer notar que 
la ley menciona que los sujetos obligados podrán contar con ese 
tipo de archivo, y en caso de que éste no exista deberán promover 
su creación; mientras tanto, los sujetos obligados deben transfe-
rir sus documentos con valor histórico al Archivo General de la 
Nación, al equivalente de éste en las entidades federativas o a los 
organismos que determinen las leyes o los convenios que al efecto 
se suscriban (artículos 32 y 33). 

La trascendencia de la documentación que resguardan los 
archivos históricos es muy significativa, y se demuestra por la am-
plitud del espacio que la Ley proporciona a su regulación. Al 
respecto, es pertinente recordar la definición legal de los docu-
mentos históricos contenida en el artículo 4o., fracción XXV, de 
la Ley General de Archivos:

Son los que se preservan permanentemente porque poseen va-
lores evidenciales, testimoniales e informativos relevantes para 
la sociedad, y que por ello forman parte íntegra de la memoria 
colectiva del país y son fundamentales para el conocimiento de 
la historia nacional, regional o local.

En el artículo 32 de la Ley se especifican las funciones de los 
archivos históricos; estas son: recibir las transferencias secunda-
rias y organizar y conservar los expedientes bajo su resguardo; 
establecer los procedimientos de consulta de los acervos que tiene 
a su cargo; difundir el patrimonio documental; proporcionar ser-
vicios de préstamo y consulta al público; implementar políticas y 
estrategias de preservación de los documentos históricos, y cola-
borar con el Área coordinadora de archivos en la elaboración de 
control archivístico y demás normativas aplicables.

Como parte final de la exposición sobre los diferentes tipos 
de archivos que regula nuestro sistema jurídico, se deben incor-
porar algunos datos sobre los archivos privados. Según el artículo 

47		  Archivo histórico es el “integrado por documentos de conservación per-
manente y de relevancia para la memoria nacional, regional o locales de carác-
ter público” (artículo 4o., fracción VIII).
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4o., fracción IX, los archivos privados de interés público son de 
finidos como el

Conjunto de documentos de interés público, histórico o cultural, 
que se encuentren en propiedad de particulares, que no reciban 
o ejerzan recursos públicos ni realicen actos de autoridad en los 
diversos ámbitos de gobierno.

Sobre estos archivos, el artículo 75 menciona que los pro-
pietarios o poseedores de documentos o archivos de interés pú-
blico48 deben garantizar su conservación, preservación y acceso, 
y los que tengan el carácter de monumentos históricos se de-
ben inscribir en el Registro Nacional de Archivos. En el segun-
do párrafo del artículo 76 encontramos la obligación del Estado 
mexicano, de respetar los archivos privados de interés público 
en posesión de particulares, lo cual está sujeto a que éstos cum-
plan con los requisitos de conservación, preservación y acceso 
público. Los particulares pueden solicitar asistencia técnica en 
materia de gestión documental al Archivo General de la Nación 
(artículo 75).

B. Disposiciones sobre cuidado y preservación de los archivos

En la Ley se insertan normas para solucionar problemas re-
lacionados con el deterioro de la documentación, y se plantean 
acciones preventivas para lograr que quede ileso el patrimonio 
documental depositado en los archivos. En primer término en-
contramos la disposición referente a la necesidad de consulta del 
público, de documentos históricos que estén deteriorados, para 
lo cual la Ley instruye al Archivo General de la Nación, a sus 
equivalentes en las entidades federativas y a los demás sujetos 
obligados, para que proporcionen la información solicitada me-

48		  El tercer párrafo del artículo 75 de esta ley señala que se consideran de 
interés público los documentos o archivos cuyo contenido resulte de importan-
cia o relevancia para el conocimiento de la historia nacional.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/yc37bc69

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



ADRIANA BERRUECO GARCÍA60

diante un sistema de reproducción que no afecte la integridad del 
documento, siempre y cuando las condiciones de éste lo permitan 
(artículo 34).

Por otra parte, la Ley dispone, en el artículo 16, que a la 
máxima autoridad de cada sujeto obligado le corresponde pre-
servar íntegramente los documentos de archivo, tanto físicamen-
te como en su contenido, además de ser responsable de la orga-
nización, conservación y buen funcionamiento de los archivos 
del sujeto obligado. Para evitar pérdidas o extravíos de docu-
mentos, el artículo 17 previene que a los servidores públicos que 
les corresponda elaborar un acta de entrega-recepción al sepa-
rarse de su cargo deberán entregar los archivos que estén bajo 
su custodia y los instrumentos de control y consulta archivísticos 
actualizados, señalando los documentos de posible valor histó-
rico de acuerdo con el catálogo de disposición documental. La 
Ley también ordena que en los casos de liquidación o extinción 
de una entidad de la administración pública federal, el liquida-
dor tiene la obligación de remitir una copia del inventario docu-
mental del fondo que se resguardará, al Archivo General de la 
Nación (artículo 19).

C. El Consejo Nacional de Archivos

En el tema de las autoridades encargadas de la vigilancia, 
protección y regulación de esta parte del patrimonio documental, 
la Ley determinó la creación del Sistema Nacional de Archivos,49 
cuyo órgano coordinador es el Consejo Nacional de Archivos, 
el cual está integrado por los titulares del Archivo General de la 
Nación, de la Secretaría de Gobernación, de la Secretaría de 
la Función Pública, y del Banco de México, así como un repre-

49		  Según la Ley, en su artículo 64, este sistema “es un conjunto orgánico y 
articulado de estructuras, relaciones funcionales, métodos, normas, instancias, 
instrumentos, procedimientos y servicios tendientes a cumplir con los fines de 
la organización y administración homogénea de los archivos de los sujetos obli-
gados”.
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sentante de la Cámara de Senadores, un representante de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, un representante 
del Poder Judicial Federal, uno de los archivos privados, uno del 
Consejo Técnico y Científico Archivístico, el presidente de cada 
uno de los consejos locales, un comisionado del Instituto Nacio-
nal de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
personales, y un integrante de la Junta de Gobierno del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía (artículo 65).

Las atribuciones del Consejo Nacional de Archivos están 
enunciadas en el artículo 67; las principales son: aprobar la po-
lítica nacional de gestión documental y administración de archi-
vos; aprobar y difundir la normativa relativa a la gestión docu-
mental y administración de archivos; formular recomendaciones 
archivísticas para la emisión de la normativa para la organiza-
ción de expedientes judiciales, y promover entre los tres órde-
nes de gobierno, estrategias de difusión del trabajo archivístico 
y del patrimonio documental de la nación. En el artículo 68 se 
le otorga al presidente del Consejo la atribución de fungir como 
órgano de consulta de los sistemas locales de archivos y los suje-
tos obligados.

El Registro Nacional de Archivos es administrado por el Ar-
chivo General de la Nación, y es parte del Sistema Nacional de 
Archivos (artículos 78 y 80). La inscripción en este registro es 
obligatoria para los sujetos obligados y para los archivos privados 
de interés público (artículo 79). La información del Registro es de 
acceso público y consulta gratuita, y debe estar disponible en el 
portal electrónico del Archivo General de la Nación (artículo 81).

2. Normas protectoras del patrimonio archivístico

Antes de entrar a analizar el contenido de la Ley General de 
Archivos en lo referente a la protección del patrimonio archivís-
tico es conveniente mencionar que desde la década de los setenta 
del siglo XX, México ratificó la Convención sobre las medidas 
que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la 
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exportación y la transferencia de propiedad ilícita de bienes cul-
turales, conocida como Convención de la UNESCO de 1970. 
En este instrumento internacional se establece que las naciones 
firmantes del mismo crearán en sus legislaciones internas los or-
denamientos jurídicos necesarios para lograr la protección de 
los bienes culturales tutelados por la Convención. En esa vir-
tud, las disposiciones que a continuación se expondrán de la Ley 
de Archivos mexicanos dan cumplimiento a la normativa de la 
UNESCO. Es pertinente insertar el listado de bienes culturales 
en lo concerniente al patrimonio documental. El artículo prime-
ro de la Convención establece:

Para los efectos de la presente Convención se considerarán como 
bienes culturales los objetos que, por razones religiosas o profa-
nas, hayan sido expresamente designados por cada Estado como 
de importancia para la arqueología, la prehistoria, la historia, la 
literatura, el arte o la ciencia y que pertenezcan a las categorías 
enunciadas a continuación:

h) manuscritos raros e incunables, libros, documentos y publi-
caciones antiguos de interés especial (histórico, artístico, científi-
co, literario, etc.) sueltos o colecciones;

j) archivos, incluidos los fonográficos, fotográficos y cinemato-
gráficos;

Para las finalidades de la Ley General de Archivos el patri-
monio documental está constituido por

Los documentos que, por su naturaleza, no son sustituibles y dan 
cuenta de la evolución del Estado y de las personas e instituciones 
que han contribuido en su desarrollo, además de transmitir y he-
redar información significativa de la vida intelectual, social, políti-
ca, económica, cultural y artística de una comunidad, incluyendo 
aquellos que hayan pertenecido o pertenezcan a los archivos de 
los órganos federales, entidades federativas, municipios, alcaldías 
de la Ciudad de México, casas curales o cualquier otra organiza-
ción, sea religiosa o civil (artículo 4o., fracción XLV).
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A. Funciones del Archivo General de la Nación

En México, esta institución tiene una amplia historia, y su 
papel en la salvaguarda del patrimonio documental del país es 
muy significativo. Este organismo descentralizado, no sectoriza-
do, es, según el artículo 104 de la ley:

La entidad especializada en materia de archivos, que tiene por 
objeto promover la organización y administración homogénea de 
los archivos, preservar, incrementar y difundir el patrimonio do-
cumental de la Nación, con el fin de salvaguardar la memoria 
nacional de corto, mediano y largo plazo; así como contribuir a la 
transparencia y rendición de cuentas.

El Archivo General de la Nación (AGN) está a cargo de un 
Órgano de Gobierno y un director general; este último es nom-
brado por el presidente de la República. Entre los requisitos para 
ser director se encuentran el ser mexicano por nacimiento, y du-
rante un año previo a la designación no haber sido secretario de 
Estado, fiscal general de la República, senador, diputado local 
o federal, dirigente de un partido o agrupación política, jefe de 
gobierno de la Ciudad de México o gobernador de algún estado 
(artículo 111).

El artículo 106 de la Ley enuncia treinta y tres atribuciones 
específicas al Archivo General de la Nación; entre ellas, las más 
destacadas son las siguientes:

A) Expedir copias certificadas, transcripciones paleográficas 
y dictámenes de autenticidad de los documentos existentes en sus 
acervos (fracción XXV).

Respecto a esta atribución, se debe resaltar que el Archivo 
General de la Nación ha apoyado a los pueblos indígenas de Mé-
xico, porque tiene el resguardo de sus títulos de posesión de tie-
rras que se resguarda en el Fondo Tierras de dicho Archivo. Esta 
institución informó que algunas comunidades indígenas han de-
cidido transferir sus documentos en los que constan los límites te-
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rritoriales de sus poblaciones al AGN para mantenerlos seguros; 
tal es el caso de los pobladores de Santa Catarina Quioquitani, 
Yautepec, del estado de Oaxaca. Otras comunidades han solici-
tado el apoyo del Archivo para la certificación de documentos y 
mapas, con el fin de resolver conflictos que actualmente enfren-
tan sobre límites territoriales. Hay que resaltar que en el AGN 
se resguardan documentos; entre ellos, códices, que datan de los 
siglos XVI al XVIII, en los que consta el reconocimiento de las 
autoridades españolas sobre las medidas y límites de las poblacio-
nes indígenas.50

B) Organizar, conservar y difundir el acervo documental, 
gráfico, bibliográfico y hemerográfico que resguarda (fracción II).

En cumplimiento de esta disposición, el Archivo General de 
la Nación frecuentemente efectúa exposiciones tanto en sus ins-
talaciones como otras de tipo itinerante, de las cuales además 
presenta resúmenes en su página electrónica. Una de esas expo-
siciones itinerantes se integró con 104 imágenes sobre la Roton-
da de las Personas Ilustres. Dichas imágenes son de científicos, 
escritores, militares, músicos, periodistas, pintores y políticos. En 
la Rotonda de las Personas Ilustres descansan los restos mortales 
de personajes relevantes para la historia de México, como Ángela 
Peralta, María Izquierdo, Dolores del Río, Gerardo Murillo, Da-
vid Alfaro Siqueiros y Mariano Escobedo.

C) Coadyuvar con las autoridades competentes en la recupe-
ración y, en su caso, incorporación a sus acervos de archivos que 
tengan valor histórico (fracción XXIV).

Un caso que sirve para ejemplificar el cumplimiento de esta 
norma es el de la Colección de carteles del cine mexicano, que es 
resguardada por el Centro de Información Gráfica del AGN. La 
colección está integrada por carteles, fotografías y otros materia-
les gráficos de películas mexicanas con los cuales se hacía promo-

50		  “AGN resguarda la memoria documental de los pueblos indígenas de 
México”, disponible en: https://www.gob.mx/agn/es/articulos/agnresguarda-lamemo-
ria-documental-de-lospueblos-indigenas-de-mexico, consultado el 18 de septiembre de 
2018.
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ción a nuestros filmes. Este acervo fue depositado en el Archivo 
por el Instituto Mexicano de Cinematografía (Imcine) en 1993. 
El Imcine, al adquirir la empresa Películas Mexicanas, S. A. de 
C. V. a su vez obtuvo la propiedad de dicho material gráfico. 
Uno de los valores históricos de esta colección se explica porque 
Películas Mexicanas fue una distribuidora fílmica que llegó a con-
trolar el 70% de la promoción cinematográfica de nuestro país; a 
través del material gráfico de esta colección se puede conocer una 
parte de la historia del cine mexicano.

Otras funciones importantes que tiene a cargo el Archivo Ge-
neral de la Nación serán tratadas a continuación.

B. La defensa del patrimonio documental de México

En los artículo 84 al 103 de la Ley se encuentran diferentes 
disposiciones que se refieren a distintos actos jurídicos relacio-
nados con la protección del patrimonio documental de México. 
Este tema es de gran relevancia, porque desde la época inde-
pendiente nuestro país ha sufrido una merma de esta clase de 
bienes culturales tanto por destrucción como por extravío o por 
robo. Por esa razón, la Ley, en primer término, dicta normas de 
cuidado de los documentos, y posteriormente previene un con-
junto de castigos para quienes infrinjan el orden legal en esta 
materia.

En varios artículos de esta Ley se incorporan normativas que 
hemos analizado en el capítulo segundo de este libro, que inter-
relacionan a las leyes de Bienes Nacionales, la de Monumentos 
y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos con la materia de 
protección de la Ley General de Archivos. Tal es el caso del ar-
tículo 84, en el que se especifica que el patrimonio documental 
de la nación es propiedad del Estado mexicano, y es de dominio e 
interés público, y por lo tanto es inalienable (no se puede vender), 
imprescriptible (no se puede obtener su propiedad por medio de 
la prescripción adquisitiva) y es inembargable.
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La Ley ordena que el Archivo General de la Nación sea el 
encargado de autorizar la salida del país de documentos de in-
terés público y de los que se consideren patrimonio documental 
de la nación. Solamente podrán salir los documentos de México 
con fines de difusión, restauración, cooperación internacional en 
materia de investigación y docencia, o intercambio científico, ar-
tístico o cultural. También se especifica que se debe obtener un 
seguro expedido por una institución autorizada y vigilar que los 
documentos se trasladen con un embalaje adecuado para su res-
guardo (artículo 90).

Entre las funciones que también tiene el Archivo General de 
la Nación, la Ley establece la de recibir en comodato para su 
estabilización, documentos de los sujetos obligados.51 Dicha fun-
ción en el nivel local también la pueden realizar los equivalentes 
del Archivo de las entidades federativas.

De igual forma, los archivos estatales y el General de la Na-
ción están autorizados para promover la expropiación de docu-
mentos de archivos privados que se consideren de interés público. 
Para ello se debe conformar un consejo con representantes del 
Archivo General de la Nación, del archivo estatal respectivo, de 
instituciones académicas y el consejero representante de los archi-
vos privados en el Consejo Nacional de Archivos, quienes emiti-
rán la opinión técnica correspondiente sobre la procedencia de la 
expropiación (artículo 92).

En el artículo 91 de la Ley se le atribuye a la Secretaría de Re-
laciones Exteriores la facultad de gestionar la restitución de aque-
llos documentos que hayan salido ilegalmente de México y que 
sean parte del patrimonio documental de la nación. En este orden 
de ideas, el artículo 94 determina que los jefes de misión diplo-
mática, consular y permanente de México en el exterior tienen la 

51		  En el ámbito de la preservación de documentos, el término “estabiliza-
ción” se refiere a las acciones de intervención que se realizan en un objeto para 
frenar el deterioro de éste cuando ya se ha producido. Cfr. Manual de asesoría: 
Rescate y estabilización de documentos de archivo, México, Consejo de la Judicatura 
Federal, 2020, p. 16.
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obligación de informar y denunciar ante la Fiscalía General de 
la República o ante la autoridad competente del país del que se 
trate, y al Archivo General de la Nación, cuando tengan conoci-
miento de la existencia, exhibición o comercialización no auto-
rizada en el extranjero de documentos que tengan el carácter de 
patrimonio documental de la nación.

Respecto a la vigilancia con fines preventivos, la Ley otorga 
a las autoridades la facultad de realizar visitas de verificación en 
los archivos privados de interés público, para comprobar que es-
tén cumpliendo con la normatividad en la materia. Esta facultad 
la tienen el Archivo General de la Nación y los correspondientes 
responsables en las entidades federativas (artículo 98).

C. Delitos contra los archivos

Con la finalidad de lograr una mayor protección a los docu-
mentos públicos de valor para nuestro país, la nueva Ley General 
de Archivos tipifica diferentes conductas que se consideran de-
litos del fuero federal. El tercer párrafo del artículo 121 deter-
mina que quien destruya documentos relacionados con violacio-
nes graves de derechos humanos, alojados en algún archivo, se le 
aplicará una pena de tres a diez años de prisión y una multa de 
tres mil veces la unidad de medida y actualización hasta el valor 
del daño causado.

Además, en el primer párrafo de dicho artículo se describen 
otros cinco tipos penales, que se sancionarán con una pena de 
tres a diez años de prisión y multa de tres mil y hasta cinco mil 
veces la unidad de medida y actualización. Esas conductas delic-
tivas son las siguientes:

Sustracción, ocultamiento, alteración, mutilación, destrucción o 
inutilización, total o parcial, de información y documentos de los 
archivos que se encuentren bajo el resguardo de la persona seña-
lada como sujeto activo, salvo en los casos que no exista responsa-
bilidad determinada en la Ley general de archivos.
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Transferir la propiedad o la posesión, transportar o reproducir, 
sin el permiso correspondiente, un documento considerado patri-
monio documental de la Nación.

Trasladar fuera del territorio nacional documentos conside-
rados patrimonio documental de la Nación, sin autorización del 
Archivo General de la Nación.

Destruir documentos considerados patrimonio documental de 
la Nación.

En lo referente a este tema, los artículos 122 y 123 determi-
nan que las sanciones establecidas en esta Ley se aplicarán sin 
perjuicio de las que prevean otros ordenamientos jurídicos apli-
cables, y que los tribunales federales serán competentes para san-
cionar los delitos establecidos en la Ley.

Sobre este rubro, finalmente, se debe tomar en cuenta que la 
Dirección de Asuntos Jurídicos y Archivísticos del Archivo Ge-
neral de la Nación es la encargada de coordinar las acciones 
legales relacionadas con la recuperación del patrimonio docu-
mental, previa solicitud de la unidad administrativa correspon-
diente, y de autorizar la presentación de denuncias y querellas 
por hechos que probablemente sean constitutivos de delitos y 
que afecten los intereses del AGN. Estas disposiciones se encuen-
tran en el artículo 40 del Estatuto Orgánico del Archivo General 
de la Nación.52

IV. Programa Memoria del Mundo

En 1992, la Organización de las Naciones Unidas para la Edu-
cación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) estableció este Pro-
grama; ello, en virtud de que se percibió con preocupación el 
creciente deterioro y destrucción en casi todas las naciones, de los 
bienes documentales que dan cuenta del desarrollo de la humani-
dad. Se define a la Memoria del Mundo como

52		  Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de septiembre de 2021.
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La memoria colectiva de los pueblos del mundo —su patrimo-
nio documental— que, a su vez, representa buena parte del pa-
trimonio cultural mundial. Traza la evolución del pensamiento, 
de los descubrimientos y de los logros de la sociedad humana. 
Es el legado del pasado de la comunidad mundial presente y 
futura.53

Registros Memoria del Mundo de México

En este rubro, hasta 2019, nuestro país cuenta con 64 regis-
tros; sobresalen los siguientes:

1)	 Voz Viva de México. Dirección de Literatura. UNAM, 
2005.

2)	 Colección Lafragua. Siglo XIX. Biblioteca Nacional, 
2005.

3)	 Archivo Salvador Toscano. Fundación Carmen Toscano, 
2005.

4)	 Archivos Porfirio Díaz y Manuel González. Universidad 
Iberoamericana, 2005.

5)	 Colección Siglo XVI- Siglo XX 2008 del Centro de Do-
cumentación e Investigación de la Comunidad Ashkenazi 
de México, 2008.

6)	 Fondos colegiales en el archivo histórico “José María Ba-
sagoiti Noriega”, 2008.

7)	 Los suplementos de Cabildo 1532-1686. Memoria de la 
Fundación de Puebla, Archivo Municipal, 2010.

8)	 Documentos Primigenios de la Ciudad de los Ángeles. 
Real Cédula de 1532 y Real Provisión de 1538, Archivo 
Municipal de Puebla, 2010.

9)	 Acervo Manuel M. Ponce. Escuela Nacional de Música. 
UNAM, 2010.

53		  Edmonson, Ray, Memoria del mundo. Directrices para la salvaguardia del patri-
monio documental, UNESCO, 2002, p. 1.
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10)	 Colección Thomas Standford. Medio Siglo de Grabacio-
nes de Música Tradicional Mexicana. Fonoteca Nacional. 
Conaculta, 2010

11)	 “Aquí nos tocó vivir”. Serie Televisiva de Cristina Pache-
co. Videogramas 1978-2009. XEIPN Canal Once, 2010.

12)	 Colección Álbumes Fotográficos Históricos de la Bibliote-
ca Nacional de Antropología e Historia. Biblioteca Nacio-
nal de Antropología e Historia-INAH, 2010.

13)	 Archivo de la Real Audiencia de la Nueva Galicia 1541-
1824, Biblioteca Pública del estado de Jalisco. Universidad 
de Guadalajara, 2010.

14)	 Programa de televisión “Tratos y retratos”, serie de Silvia 
Lemus, producida por el Canal 22, 2012.

15)	 Programa radiofónico “De puntitas”, serie producida por 
Radio Educación, 2012.

16)	 50 Encuentros de Música y Danza Indígena, Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, 2012.

17)	 Archivo Ernesto García Cabral, del taller Ernesto García 
Cabral, A. C., 2012.

18)	 Fondo Ayuntamiento de la Ciudad de México, Archivo 
Histórico del Distrito Federal, 2012.54

19)	 La administración de la justicia federal durante el final del 
Porfiriato y la Post Revolución, Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2013.

20)	 Encuentro nacional de jaraneros y decimistas de Tlacotal-
pan, Veracruz, Acervo de Radio Educación, 2013.

21)	 Fondo aerofotográfico 1930-1990. Acervo histórico de la 
Fundación ICA, FICA, 2013.

22)	 Documentos sonoros de Raúl Hellmer. Grabaciones de la 
música mexicana 2014, Fonoteca Nacional-CENIDIM, 
2014.

54		  La información referente a los registros otorgados a México durante el 
2012 se obtuvo de “Entregan reconocimientos Memoria del Mundo de México 
2012 de la UNESCO”, comunicado de prensa 1855, México, Consejo Nacional 
para la Cultura y las Artes, 31 de agosto de 2012.
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23)	 Correspondencia de la Guerra de Castas Yucatán, SEDE-
CULTA, 2014.

24)	 Acervo aerofotográfico histórico del Instituto Nacional de 
Geografía y Estadística, INEGI, 2014.

25)	 Colección de placas astrofotográficas obtenidas con la cá-
mara Schmidt del Observatorio Nacional de Tonanzintla, 
INAOE, 2014.

26)	 “Cri Cri el Grillito Cantor”, en el Archivo de Fomento 
Cultural, Gabsol, A. C., 2014.

27)	 Documentos sonoros de Henrietta Yurchenco: grabacio-
nes históricas de música de pueblos indígenas de México 
y Guatemala, Fonoteca Nacional-CENIDIM-INBAL-
PUIC-UNAM, 2015.

28)	 Canto general de Pablo Neruda. Primera edición Méxi-
co 1950. Ejemplar 423, Biblioteca Histórica José María 
Lafragua-BUAP, 2015.

29)	 Opera Medicinalia. Primer impreso de medicina en Amé-
rica, Biblioteca Histórica José María Lafragua-BUAP, 
2015.

30)	 Archivo General Municipal de Puebla. Series y coleccio-
nes 1533-1963, Archivo General Municipal de Puebla, 
2015.

31)	 Acervo Manuel Álvarez Bravo, de la Asociación Manuel 
Álvarez Bravo, 2015.

32)	 Centro de Documentación e Investigación Ferroviaria 
(CEDIF) Acervos Históricos 1825-1958, CNPPCF, 2015.

33)	 Colecciones cinematográficas testimoniales de la Revolu-
ción Mexicana 1898-1940 de la Filmoteca de la UNAM, 
Filmoteca de la UNAM, 2015.

34)	 Acervo Román Piña Chan. La tradición cultural mesoa-
mericana y el legado intelectual del arqueólogo en sus ma-
nuscritos y fotografías, Universidad Autónoma de Campe-
che, 2015.
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35)	 Archivo personal del arquitecto Mario Pani Darquí, Bi-
blioteca Cervantina. ITESM, 2015.

36)	 Campaña de fomento a la lectura Gandhi, separadores 
2001-2015, Librerías Gandhi, S. A., 2015.

37)	 Colección de publicaciones periódicas mexicanas de la 
Hemeroteca Nacional de México (1728-1917), Hemerote-
ca Nacional de México-ITESM, 2015.

38)	 Primer libro de Actas de Cabildo de la Ciudad de Zacate-
cas 1557-1586, Archivo Histórico del estado de Zacatecas, 
2016.

39)	 Archivo de Alberto Salinas Carranza. Secciones fotográ-
fica y documental. Colección Revista Yohtli 1916-1923, 
Biblioteca Francisco Xavier Clavigero de la Universidad 
Iberoamericana, 2016.

40)	 Libros de Actas de examen. Estudios y calificaciones de los 
jóvenes del Instituto Científico y Literario y de la Escue-
la Preparatoria de Aguascalientes, 1873-1906, 1906-1924, 
Universidad Autónoma de Aguascalientes, 2016.

41)	 Códice Sierra-Texupan, de la Biblioteca Histórica José 
María Lafragua, BUAP, 2016.

42)	 Dos cédulas reales mediante las cuales el rey Carlos IV de 
España otorgó al pueblo de Xalapa el título de Villa y su 
correspondiente Escudo de Armas de fecha 18 de diciem-
bre de 1791, Ayuntamiento Constitucional de Xalapa, Ve-
racruz, 2016.

43)	 Documentos sonoros de Baruj “Beno” Lieberman, Enri-
que Ramírez de Arellano y Eduardo Llerenas, Ayunta-
miento Constitucional de Xalapa, Veracruz, 2016.

44)	 Expediente de 1715 con restos de colibrí, del Fondo Inqui-
sición, Archivo General de la Nación, 2016.

45)	 Lienzo de Quauhquechollan. Documento histórico-carto-
gráfico del siglo XVI, de los Ayuntamientos de Puebla y 
Huaquechula, Gobierno del estado de Puebla, 2017.
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46)	 Archivo de comerciantes 1757-1850, Biblioteca Francis-
co Xavier Clavijero de la Universidad Iberoamericana, 
2017.55

47)	 Archivo histórico del Templo de San Juan Bautista de Tol-
cayuca, Hidalgo, Parroquia de San Juan Bautista, 2017.

48)	 Códice de Cuaxicala, Presidencia municipal de Cuaxica-
la, Huauchinango, Puebla, 2017.

49)	 Colección de expedientes en lenguas indígenas de Tepos-
colula y Villa Alta (1570-1816), Tribunal Superior de Jus-
ticia de Oaxaca, 2017.

50)	 Colección Fray Francisco Buroa-UABJO; Universidad 
Autónoma Benito Juárez de Oaxaca, 2017.

51)	 Evolución de la credencial para votar en México (1949-
1992), Instituto Nacional Electoral, 2017.

52)	 Fondo documental Beneficencia Pública (1753-1945), Se-
cretaría de Salud, 2017.

53)	 Grabaciones originales de música compuesta específica-
mente para el cine mexicano (1958-1975), Estudios Chu-
rubusco, 2017.

54)	 Los archivos de Pedro Vargas, Dolores del Río y Roberto 
Montenegro: tres tesoros de la cultura popular mexicana, 
Centro de Estudios de Historia de México Carso Funda-
ción Slim, 2017.

55)	 Patrimonio documental sobre la historia del agua en Mé-
xico (1558-1990), Archivo histórico del agua-Conagua, 
2017.

56)	 Tratados y Acuerdos internacionales suscritos por México 
(1823-2016), Secretaría de Relaciones Exteriores, 2017.

57)	Fondo Hospital de Jesús, Archivo General de la Nación, 
2018.

55		  Sobre los reconocimientos obtenidos en 2017 en el rubro Memoria del 
Mundo México aparecen publicados en www.gob.mx/agn/articulos/el-agnmex-
recibio-reconocimiento-memoria-del-mundo-de-america-latina-y-el-caribe, consultado en 
noviembre de 2019.
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58)	 Archivo y Biblioteca Ignacio Ramírez Calzada “El Nigro-
mante”, Biblioteca Nacional de Antropología e Historia, 
2018.

59)	 Manuscrito y plano del siglo XVI sobre el conflicto en-
tre Culhuacán y Xochimilco, Biblioteca Francisco Xavier 
Clavijero de la Universidad Iberoamericana, 2018.

60)	 Códice Huetamo, Biblioteca Francisco Xavier Clavijero 
de la Universidad Iberoamericana, 2018.
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Como se ha podido observar a través de la información expuesta 
en este libro, México posee una enorme riqueza de bienes cultura-
les, entre los que sobresalen los de tipo documental. Desde la eta-
pa virreinal las autoridades civiles y eclesiásticas se encargaron de 
sistematizar acervos de libros y documentos de diferentes temas, 
los cuales en el México independiente fueron objeto de interés por 
parte de los gobiernos, que procuraron darles protección de dife-
rentes maneras; entre ellas destacó la creación de instituciones pú-
blicas como el Archivo General de la Nación, el Museo Nacional 
y la Biblioteca Nacional de México.

Desde los inicios de nuestra vida como nación autónoma se 
emitieron diferentes normatividades jurídicas, cuya finalidad ha 
sido el cuidado y la preservación de los bienes culturales; pero 
el patrimonio documental del país ha padecido destrucción y 
robos, propiciados por los conflictos armados internos, por las 
invasiones extranjeras, por la acción de redes delincuenciales y 
por la ignorancia de algunos sectores de la población que en 
ocasiones destruyen tanto bienes arqueológicos como históricos 
y artísticos.

El sistema jurídico de México ha procurado dar solución a 
las diferentes problemáticas que vive el país en las áreas de la cul-
tura, por lo cual ha creado un amplio conjunto de ordenamientos 
para conservar los testimonios de la cultura que se ha desarro-
llado en nuestro territorio desde siglos atrás. Pero en ese afán de 
contribuir al mejoramiento de estos rubros se ha generado una 
cantidad considerable de disposiciones normativas que en ocasio-
nes hacen confuso el estudio del sistema jurídico del patrimonio 
documental.
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En este libro se abordaron ordenamientos jurídicos desde 
el nivel constitucional hasta el reglamentario, tanto de derecho 
privado como de derecho público, porque las actividades rela-
cionadas con el manejo de la información, en sus distintas mo-
dalidades, requiere conocimientos de derecho de autor, derecho 
educativo, derecho a la información y derecho administrativo en 
sus diferentes vertientes.

Con el estudio que se ha presentado queda de manifiesto la 
trascendencia que en el siglo XXI tienen las áreas de informa-
ción, porque no sólo tienen un valor comercial o financiero, toda 
vez que la base del desarrollo educativo, artístico y científico tiene 
como sustento el uso de objetos tan antiguos como los libros, pe-
riódicos, audiovisuales y revistas, pero también hace indispensa-
ble el uso de las nuevas tecnologías de la información y la comu-
nicación, para lograr prestar servicios de calidad en las escuelas 
de todos los niveles y de todas las especialidades, para proporcio-
nar herramientas que permitan el sustento de todos los sectores 
sociales, especialmente los más vulnerables. Así lo ha demostrado 
la experiencia vivida desde 2020 por la pandemia de Covid-19.

En el tema estrictamente jurídico, se puede concluir que la 
normatividad mexicana ha evolucionado, porque no solamente 
se tiene que regular el servicio de las bibliotecas clásicas, ya que 
siguiendo una corriente mundial, nuestro sistema legal busca co-
laborar en la consolidación de un gobierno abierto en el que los 
ciudadanos puedan tener acceso a la información sobre las acti-
vidades de los poderes públicos, y con ello se contribuya a erra-
dicar las prácticas de corrupción. Por esta causa, se emitieron un 
conjunto de disposiciones, como la Ley General de Archivos, que 
básicamente pretende homogeneizar la organización y operación 
de los archivos públicos con tres finalidades básicas, que son: 1) 
proteger, preservar y difundir el patrimonio documental del país; 
2) concretar un sistema de información confiable para el aprove-
chamiento de los recursos económicos, naturales y culturales que 
pueda ser de uso general en beneficio de la sociedad, y 3) con-
solidar un sistema de información para transparentar la gestión 
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pública en los tres niveles de gobierno y coadyuvar al respeto de 
los derechos humanos.

Ante las recientes reformas legislativas al marco regulatorio 
de los archivos en México, puede tomarse una actitud optimista, 
pero no triunfalista, pues si bien es cierto que la Ley General de 
Archivos establece una buena organización para el control del 
patrimonio documental público (por ejemplo, al crear diferentes 
tipos de archivos de los sujetos obligados), es tan vasta la riqueza 
documental de México y tan escasos los recursos materiales y 
humanos para resguardarla, que difícilmente, en el corto plazo, 
se puede lograr la óptima preservación y organización de los ar-
chivos mexicanos.

La Ley General de Archivos representa varios avances; por 
ejemplo, el de crear definiciones jurídicas de patrimonio docu-
mental, y sobre todo el de archivo histórico. Sobre este último 
quiero destacar lo siguiente: el sistema jurídico mexicano posee 
dos conceptos legales de archivo histórico; el primero se halla en 
la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artís-
ticos e Históricos (de 1972), el cual comprende solamente

…los documentos y expedientes que pertenezcan o hayan perte-
necido a las oficinas y archivos de la Federación, de los estados o 
de los municipios y de las casas curiales. Así como los documentos 
originales manuscritos relacionados con la historia de México y 
los libros, folletos y otros impresos en México o en el extranjero, 
durante los siglos XVI al XIX que por su rareza e importancia 
para la historia mexicana, merezcan ser conservados en el país.

En tanto el concepto de la Ley de Archivos amplía el ámbito 
de protección para los documentos cuyo origen es más reciente, 
pero tienen el atributo de ser relevantes para “la memoria colec-
tiva de México”, y son fundamentales “para el conocimiento de 
la historia nacional”.

Con la finalidad de evitar el tráfico ilícito de bienes cultura-
les, la legislación mexicana contempla sanciones administrativas 
y penales para quien atente en diferentes formas contra el pa-
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trimonio documental. En este punto, nuestro país busca honrar 
los compromisos internacionales que ha adquirido con la rati-
ficación de diferentes convenciones y tratados. Pero se ha com-
probado que este problema no se ha podido controlar pese al 
endurecimiento de las sanciones, porque quienes cometen la sus-
tracción de documentos, piezas arqueológicas y obras históricas 
pertenecen a redes internacionales de delincuentes, cuyos recur-
sos son mayores a los que tienen los gobiernos latinoamerica-
nos para defender su patrimonio; y por otra parte, los principales 
consumidores de los bienes robados se encuentran en naciones, 
sobre todo de Europa, donde la legislación es muy laxa para cas-
tigar estas conductas, y por ello vemos con frecuencia la subasta 
comercial de nuestras riquezas sin que sea sencillo evitarlo.

En otro rubro de la legislación cultural observamos que re-
cientemente se promulgó una nueva Ley General de Bibliotecas, 
cuyo contenido no modifica de forma sustancial el régimen jurí-
dico de este tipo de instituciones. Los principales cambios que se 
insertan se refieren al depósito legal de materiales bibliográficos, 
y establece la obligación a los productores de estos a entregar-
los también en la Biblioteca México, además de la Biblioteca 
Nacional de México y la Biblioteca del Congreso de la Unión. 
También se buscó subrayar la importancia del trabajo de los 
bibliotecarios, así como profundizar la obligación de las auto-
ridades para dotar de tecnologías modernas a los recintos de 
consulta, para hacer efectivo el derecho a la cultura y promover 
el hábito de la lectura.

Finalmente, se debe subrayar que en el ámbito del derecho 
de autor las modificaciones realizadas recientemente a la legisla-
ción no amplían los beneficios que podrían tener los centros de 
información y las bibliotecas, específicamente en el rubro de limi-
tación o excepciones a los derechos patrimoniales. 

En términos generales, se observa un dinamismo muy marca-
do en la producción de disposiciones jurídicas relacionadas con el 
patrimonio documental del país, las cuales, por ser tan recientes 
todavía no pueden probar su viabilidad. 
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Sin embargo, en áreas como los programas Memoria del 
Mundo que auspicia la UNESCO, en la cual participa activa-
mente la sociedad civil, sí se ha logrado que México reciba va-
rios reconocimientos, que ayudan a difundir el valor de los acer-
vos documentales en sus diversas modalidades, con la finalidad 
de que las personas se motiven a consultarlos y procuren su pro-
tección.
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